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RESUMEN 

La presente investigación denominada “La Ley N° 30364 y la Tutela Judicial Urgente 

en la Comisaría de Ancón, 2020”; tuvo como objetivo Analizar si la Ley N°30364, se 

relaciona con la Tutela Judicial Urgente en la Comisaría de Ancón, 2020.  

En cuanto a la metodología empleada en el presente estudio fue de enfoque 

cualitativo y de tipo básico con el diseño de teoría fundamentada. La técnica de 

recolección de datos empleada fue la guía de entrevistas, guía de análisis 

documental, legislación nacional e internacional; los cuales fueron correctamente 

validados por los expertos de la casa de estudios.  

Asimismo, se logró determinar que la Ley N° 30364, en cuanto a su tipificación, 

modificatorias e implementación si logra relacionarse con la Tutela judicial Urgente 

teniendo como resultado un proceso efectivo en la norma a fin de tutelar a las 

víctimas de violencia a través de las medidas de protección y cautelares que influyen 

de manera positiva en parte; por lo cual resulta necesario mencionar que en la 

práctica los operadores de justicia  en relación a la lucha contra la violencia a la 

mujer y los integrantes del grupo familiar. La Policía Nacional del Perú, situándonos 

en el área de estudio “Comisaría de Ancón- 2020”, no emplean las obligaciones y 

responsabilidades conferidas, vulnerando el derecho de las partes y sobre todo a la 

Ley misma; por diferentes factores, uno de ellos la falta de personal capacitado no 

solo en un grado académico sino humano. Finalmente, se aseveró que si bien toda 

norma se encuentra sujeta a cambios por la evolución propia del ser humano, esta 

debe ser estructura en el extremo de seguimiento y protección a la víctima en un 

grado y vínculo de respeto e igualdad de las partes; a fin de prevenir y erradicar ese 

notorio índice de casos de violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar. 

Palabras Clave: Tutela Judicial Urgente, Medidas de Protección, Medidas 
Cautelares, Principio de la debida diligencia, Violencia.  
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ABSTRACT 

The present investigation called “Law N ° 30364 and Urgent Judicial Protection in 

the Ancón Police Station, 2020”; Its objective was to analyze whether Law No. 30364 

is related to Urgent Judicial Protection in the Ancón Police Station, 2020. 

Regarding the methodology used in the present study, it was of a qualitative and 

basic approach, with a grounded theory design. The data collection technique used 

was the interview guide, document analysis guide, national and international 

legislation; which were correctly validated by the experts of the house of studies. 

Likewise, it was determined that Law No. 30364, in terms of its classification, 

amendments and implementation; if he manages to relate to the Urgent judicial 

Guardianship; resulting in an effective process in the norm in order to protect victims 

of violence; through protection and precautionary measures that have a positive 

influence in part; Therefore, it is necessary to mention that in practice the justice 

operators and in relation as the first step in the fight against violence against women 

and members of the family group; The National Police of Peru, placing us specifically 

in our study area "Ancón Police Station-2020", do not use the obligations and 

responsibilities conferred, violating the right of the parties and above all the Law 

itself; due to different factors, one of them the lack of trained personnel not only in 

an academic but also human degree. Finally, it was asserted that although all norms 

are subject to changes due to the evolution of the human being, this must be a 

structure in the extreme of monitoring and protecting the victim in a degree and bond 

of respect and equality of the parties; in order to prevent and eradicate this notorious 

rate of cases of violence against women and members of the family group. 

KEYWORDS: Urgent Judicial Protection, Protection Measures, Precautionary 
Measures, Principle of due diligence, Violence. 
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I. INTRODUCCIÓN

La presente investigación tiene como realidad problemática, la violencia contra la 

mujer y los integrantes del grupo familiar, donde el impacto social de violencia 

obstruye la correcta protección a los derechos humanos. Por lo que, en el Perú 

desde el inicio de su vida Republicana, declaró abiertamente la lucha contra la 

violencia familiar, por tanto, el veinticuatro de diciembre de 1993, se promulgó la 

Ley N° 26260; siendo derogada, con el fin de establecer la Ley N° 30364 “Ley para 

Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra las mujeres y los Integrantes del 

Grupo Familiar”. 

Por lo cual, la ley N°30364, hace referencia como sujetos de protección a la 

mujer y a todo el grupo familiar, teniendo como objetivo la simplificación del proceso 

a fin de salvaguardar a la víctima de manera inmediata e idónea; a pesar, de los 

esfuerzos normativos de los órganos jurídicos y la policía, esta lucha es deficiente 

en aplicación y efectividad, de manera que, se planteó el estudio y análisis de la Ley 

N° 30364 y la Tutela Judicial Urgente en la Comisaría de Ancón, 2020.  

En ese sentido, esta Ley se encuentra frente a un proceso de tutela urgente que 

busca interrumpir el ciclo de violencia mediante el otorgamiento de medidas de 

protección, donde trata de proteger tanto a la víctima como al entorno familiar y 

evitar nuevos hechos de violencia conforme a la determinación de peligro que se 

encuentre; por ende, se analizó el lugar de estudio: “La Comisaría de Ancón”; si de 

manera efectiva se aplica dicha norma a cabalidad y si repercute en porcentajes 

positivos en defensa de la víctima, cabe destacar que esta Ley enfatiza y prioriza la 

prevención y protección al afectado. Por lo cual, al haber delimitado nuestra área de 

investigación resulta necesario respaldarla bajo los estudios recientes por el Centro 

de Monitoreo y Alerta, el Observatorio de Criminalidad del Ministerio Público y el 

Observatorio Nacional de la Violencia Contra las Mujeres y los Integrantes del Grupo 

familiar, los cuales, mediante el Portal Estadístico – “Programa Nacional Aurora”, 

mencionó que violencia de género desde el año 2015 hasta la actualidad aumentó 

considerablemente. Situándonos en el distrito de Ancón; que con 62.928 habitantes 

es uno de los distritos afectados en violencia, delincuencia y economía; a razón de 
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ello en la Comisaría de Ancón, se presentaron diversos casos de violencia familiar 

y contra la mujer teniendo como resultado de Agosto 2020 a Febrero 2021; a través 

de la Línea 100, Chat 100 y CEM (Centro de Emergencia Mujer), un 60% de casos 

de violencia familiar, tentativa de feminicidio y violencia de género, demostrando el 

crecimiento alarmante de violencia contra la mujer y el núcleo familiar. 

En el marco internacional, la violencia contra la mujer se reguló a través de la 

“Convención Belém do Pará” – Convención Interamericana para Prevenir, 

Sancionar y erradicar la Violencia contra la Mujer; donde enfatiza que: “Los Estados 

partes condenan todas la formas de violencia hacia la mujer y acuerdan en adoptar 

medios apropiados y sin dilaciones, políticas que orienten a prevenir, sancionar y 

erradicar dicha violencia (…); asimismo, ante la necesidad de garantizar la igualdad 

de oportunidades de las mujeres, se crea “La Carta internacional de los Derechos 

de la Mujer”; por consiguiente, la Declaración y Programa de Acción de Viena, que 

define y direcciona los derechos humanos de las niñas y las mujeres como parte 

indivisible e inalienable de los Derechos Humanos Universales, pasando la violencia 

a la mujer del ámbito privado al público. 

De esta manera; se estableció que la violencia contra la mujer y los integrantes 

el grupo familiar se encuentra frente a un proceso de especial tutela urgente no 

regulado de manera total y pese a los esfuerzos realizados, no se ha logrado una 

correcta protección; por lo cual, se formuló las siguientes interrogantes: ¿De qué 

manera la Ley N°30364, se relaciona con la Tutela Judicial Urgente la Comisaría de 

Ancón, 2020?. En consecuencia, para responder el problema general, se planteó 

problemas específicos, que ayudaron a explicarlo, problema específico 1: ¿De qué 

manera el Principio de la Debida Diligencia que establece la Ley N°30364 influye en 

las medidas cautelares aplicadas en el proceso? y el problema específico 2: ¿De 

qué manera el enfoque de integralidad que establece la Ley N°30364, incide en la 

determinación de las medidas de protección? De lo antes mencionado y en principio, 

se tuvo en cuenta, la justificación teórica de la investigación, refiriendo que, si bien 

existen esfuerzos por mejorar los contenidos normativos, con el propósito de hacer 

eficiente su aplicación, estos no son suficientes y pese a ello se siguen realizando 

modificaciones una de ellas es la reciente medida temporal y excepcional, D.L. 
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N°1470, que establece proteger a las mujeres y los integrantes del grupo familiar 

violentados durante la pandemia del COVID-19; por tanto, en la práctica, las 

modificaciones e implementaciones de la norma y el índice de violencia dentro de 

la familia aumenta; además en la justificación metodología, se brindó como 

propuesta el análisis de la norma, sino también el cambio o modificación de la misma 

ante las diversas situaciones evolutivas de la sociedad, proponiendo el cambio y 

mejora de actitud de los Organismos Jurídicos y la Policía; además, como política 

de prevención se debe dar énfasis en los planes de inspección estatal. 

 

Finalmente, en  el objetivo general se planteó :  analizar si la Ley N°30364, se 

relaciona con la Tutela Judicial Urgente en el Perú,  2020;  asimismo, para lograr la 

finalidad de las preguntas específicas, se formuló como objetivo específico 1: 

analizar de qué manera el principio de la debida diligencia que establece la Ley 

N°30364, influye en las medidas cautelares aplicadas en el proceso; además como 

objetivo específico 2: analizar de qué manera el enfoque de integralidad que 

establece  la Ley N°30364, incide en la determinación y aplicación de las medidas 

de protección. Por lo cual, con el objetivo de resolver los problemas planteados en 

el informe de investigación, se generaron los siguientes supuestos de investigación: 

supuesto general: la Ley N°30364, se relaciona de manera negativa con la Tutela 

Judicial Urgente, puesto que, a pesar de beneficiar en la simplificación de requisitos 

procesales, estos no son acorde a la realidad  del Perú, dado que, en la práctica no 

se cumplen con la adecuada Tutela Urgente de la víctima, teniendo como resultado 

los altos índices de feminicidios y violencia familiar; supuesto específico 1: el 

Principio de la debida diligencia que establece la Ley N°30364, influye de manera 

positiva en las medidas cautelares aplicadas en el proceso, dado que, estas son 

acorde a la necesidad de la víctima.; supuesto específico 2: El enfoque de 

integralidad que establece la Ley N°30364, incide de manera positiva en las 

medidas de protección, ya que, consideran la vida humana como principal objetivo 

de protección. Por lo que, a pesar de la existencia de diversas leyes nacionales e 

internacionales, la violencia contra la familia y la mujer, pese a ser una grave 

vulneración a los derechos humanos, es un grave problema social de resultados 

escasos y grandes proporciones.
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II. MARCO TEÓRICO 
 

Desde el surgimiento de la civilización en el mundo se desarrollaron diversas formas 

de violencia hacia la mujer y los integrantes del grupo familiar; por lo cual, el 

presente estudio se centró en el análisis e investigación de la Ley N° 30364; la cual 

incorpora a nuestro sistema jurídico un nuevo proceso especial de tutela, teniendo 

como fin el proteger los derechos de las víctimas de actos violentos. 

 

Señalando los antecedentes de carácter nacional, citando a Castillo (2021); 

refiere que la evolución del sistema procesal peruano se ha inclinado por procesos 

céleres, con un mínimo de formalidad con el fin de resolver controversias jurídicas 

que ameritan la “Tutela Urgente” por su propia naturaleza; proponiendo, un nuevo 

proceso de tutela para las víctimas de violencia bajo la interpretación de los 

principios idóneos y la correcta aplicación conforme al contexto o situación que se 

desarrolle. En ese sentido, el proceso de tutela urgente tiene como objeto la 

interrupción del ciclo de violencia con medidas de protección. 

 

Al respecto, las autoras Veneros y Rojas (2018), en su tesis titulada: “EL 

FORTALECIMIENTO DE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE LA DEBIDA 

DILIGENCIA DE LA LEY N° 30364 EN LOS PROCESOS DE VIOLENCIA CONTRA 

LA MUJER”; plantea como objetivo el fortalecimiento del principio de la debida 

diligencia al ser insertada en la Ley N° 30364, representando este principio frente a 

las diferentes actuaciones procesales desde el inicio con la intervención de la policía 

nacional, el ministerio público y el poder judicial; llegando a concluir que si 

fortalecería la aplicación de la ley frente al principio planteado, siempre que se 

cumplan con el origen del principio establecido por la Corte Interamericana de 

Derechos humanos. Mendiola (2017), en su tesis titulada: “Análisis de la ley N° 

30364 en el juzgado civil permanente del módulo básico de justicia de los Olivos”; 

refiere que la entrada en vigencia de la Ley es de suma ayuda para la lucha de la 

violencia familiar, que no solo se enfatiza en la aplicación de la ley, sino en la 

sensibilización de las autoridades; concluyendo que, la Ley es un enorme paso 

frente al impacto negativo de la violencia y la falta de humanidad de las autoridades 

gubernamentales.  
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Por tanto, en la Revista Indexada de la Defensoría del Pueblo (2017), en su 

estudio titulado:  “El feminicidio y la violencia en el Perú: Análisis de Expedientes 

Judiciales (2012 – 2019)”, aseveró que la prevención contra la violencia en cualquier 

tipo de escenario familiar y contra la mujer, debe implementar y diseñar políticas 

públicas orientadas abordar el problema de manera integral centrándose en el 

aspecto de protección a la víctima y la pena del agresor; el autor concluye que a 

pesar de la existencia de normas que velan por la seguridad de la víctima el índice 

de casos relacionados al temas sigue en ascenso, por lo cual se debe mejorar en 

efectividad. Asimismo, los autores Gómez y Herrera (2018), refirieron que la 

Comisión Interamericana de protección del derecho de las personas; obliga de 

manera imperativa a los Estados parte, a la aplicación real y correcta, con la 

finalidad de sancionar actos violentos que vulneran los derechos de las mujeres y 

la familia; de tal manera,  Peramato (2019), aseveró que es sumamente relevante 

que el Estado cumpla con las funciones de control e implantar medidas razonables 

que eviten caer en la desigualdad entre hombres y mujeres ante los actos y hechos 

de violencia; además, Vargas (2018), mencionó que el requerimiento de una debida 

diligencia es y debe ser un factor relevante para los países; pues a raíz de esta se 

logra el funcionamiento apropiado de las normas y leyes establecidas; que tienen 

como propósito latente el resguardar e imponer sanciones. 

 

Aunado a ello, en el artículo 2 del literal 3 de la Ley N° 30364 y lo aseverado por 

los autores Ramos y Ramos (2018); refirieron que la debida diligencia como 

principio es aquella intervención y ejercicio de sus atribuciones y/o funciones de las 

autoridades competentes, a fin de cumplir sin dilación las políticas establecidas para 

la atención oportuna de los casos de violencia; en concordancia a ello la autora 

Mareno (2018), afirmó que, existen dos tipos de debida diligencia: aquella que es 

individual donde el Estado tiene el deber de prevenir, sancionar, proteger y proveer 

recursos efectivos para cada caso sucinto; y el segundo la debida diligencia 

sistémica, que refiere al Estado como el ente asegurador de un modelo único 

integral; que busca que los derechos humanos de la mujer no se vean 

quebrantados. Por consiguiente, el autor Huilca (2018), en la tesis titulada “vigencia 

de las medidas de protección y medidas cautelares en la aplicación de la Ley N° 
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30364 a dos años en el Perú”; llegó a la conclusión que, el Principio de la Debida 

Diligencia en el Perú, viene siendo vulnerada por los operadores de justicia, puesto 

que, la Fiscalía de la Nación no da la importancia ni prioriza la atención a la víctima 

alegando la carga procesal, percibiendo el mismo panorama en el Poder Judicial.  

El autor Plácido (2020), señala que el vigente modelo jurídico de la Ley N°30364, 

regula la etapa de tutela especial de violencia de género con el enfoque de 

integralidad, donde se otorgan medidas de protección o medidas cautelares, como 

un modelo de tutela urgente autosatisfactiva; cuya característica es el tiempo; 

concluyendo que, la ley da la preferencia a la celeridad en proceso y la debida 

diligencia asegurando con ello la utilidad del resultado.   

 

En el ámbito internacional, tenemos la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, que en su artículo 7° establece que “[...] todas las personas son iguales 

ante la ley y tienen, sin distinción, del derecho a igual protección contra cualquier 

forma de discriminación”, regulando la violencia como discriminación. Asimismo, 

López y Polo (2015), en su artículo científico titulado: “Interventions for women 

victims of domestic violence. Experience in the Mental Health Services”,  propone la 

hipótesis de políticas públicas, a favor de mecanismos adecuados para combatir la 

violencia doméstica y de la mujer a nivel internacional, y la evolución de las Leyes 

generadas a partir del impacto social, por ende, los autores concuerdan que no 

existe un sistema planeado de leyes contra la violencia, pero actualmente se debe 

tener premura en modificar y crear nuevas políticas de protección, a fin de detener 

la enfermedad llamada “violencia”, generando seguridad a la mujer o integrante de 

la familia a denunciar y expresar el hecho sin temor a represalia. Por consiguiente, 

la autora Gonzales (2013), en su tesis titulada: “La violencia contra las mujeres 

análisis de las políticas públicas españolas desde la perspectiva de género”, 

fundamenta el objetivo de su investigación en base al análisis de las cifras 

ascendentes de víctimas de violencia física y psicológica,  y el adecuado amparo de 

las leyes frente a la realidad social, concluyendo que el Estado español ha 

impulsado de manera efectiva la creación de servicios sociales que atienden a la 

víctima de manera psicológica, económica y de inserción social;  pero esto no es 

suficiente ante la ola de violencia que se vive, por lo que, se debe seguir con el 

diseño de nuevas leyes, proyectadas en prevención y protección en  los escenarios 
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de violencia a la mujer, familia, género, etc. Asimismo, en la Tesis Doctoral del autor 

De Luján (2013), titulado “Violencia contra las Mujeres y Alguien más”, plantea como 

objetivo de investigación la violencia de las mujeres como resultado de salud frente 

al proceso de judicial, concluyendo que se debe abordar no solo la protección sino 

debe brindar un esquema multidisciplinario, a favor de la víctima, es decir, a pesar 

de existir un proceso judicial y de sanción al victimario, se debe impartir la política 

de recuperación. En el mismo orden de ideas, la autora Sancho (2015), en su tesis 

titulada: “Violencia hacia la mujer en el ámbito familiar y/o de pareja: un enfoque 

desde la Ley Civil 24.417 de protección de violencia familiar”, el objetivo de su 

investigación se basa en fijar y determinar la violencia, como el uso deliberado de 

la fuerza física o de poder, dentro del grado de amenaza causando lesiones, daños 

psicológicos, trastorno de desarrollo o privaciones que atentan contra la vida, el 

cuerpo y la salud llegando hasta la muerte, concluyendo que, existe la necesidad 

pública de tutelar la tranquilidad y armonía no solo de la mujer violentada o el 

integrante familiar agredido, sino también de propiciar un ambiente familiar 

saludable, tutelando los intereses de ellos, generando la eficacia y urgencia de las 

medidas de Protección Integral de Género referidas en la Ley. Por lo cual, el autor 

Luppi (2017), en su tesis titulada “Mujeres víctimas de violencia de género – una 

mirada sobre la intervención de la comisaría de la mujer y la familia en la ciudad 

Azul- Argentina”, plantea que los objetivos que se necesita para des-naturalizar la 

violencia es des-vincular a las personas de la esfera de violencia, concluyendo que, 

se debe retirar a la mujer del sitio violento o retirar al agresor del lugar familiar; el 

tratamiento preventivo de la comisaría de la mujer contempla la parte fundamental 

en prevenir y atender la violencia familiar, en la Ley 26.485. Para Ocampo (2016), 

en su tesis titulada: “La violencia intrafamiliar, sus efectos en el entorno familiar y 

social”, señala que, el objetivo de la violencia de género es el maltrato y afectación 

de la víctima, por lo cual, la Constitución Ecuatoriana, garantiza la integridad de la 

mujer y la familia; concluyendo que: la ley aplicada en el estado ecuatoriano no es 

lo suficientemente garantista de derechos frente a la violencia de género, pues no 

imparte buenas políticas de prevención originando en la actualidad problemas de 

salud social e individual. 
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Resulta indispensable mencionar las teorías relacionadas a la investigación;  

por lo cual debemos entender en principio el concepto de violencia desde un 

enfoque general; el autor Martínez (2016), acoge la terminología de violencia como: 

“el uso de la fuerza voluntaria con el propósito de dañar a un individuo” (p.2)., el 

autor Espín (2018), refiere que: “la violencia es el comportamiento que provoca 

daños no solo físicos sino psicológicos y pese a ser un tema tratado abismalmente 

en el ámbito social sigue siendo un factor ineludible de riesgo que asciende a 

múltiples escenarios causando daños a individuos, familia y hasta la sociedad”.  En 

la Revista Indexada, el autor García (2016), titulada “Aspectos positivos y negativos 

de la Ley N°30364” plantea como objetivo, la crítica a los aspectos positivos como 

la celeridad y agilización que contiene la ley. En lo negativo, se tiene la falta de 

educación legal por parte de la Policía, los cuales, omiten expedir dentro del plazo 

de las 24 horas de recepcionada la acusación de la víctima propiciando el dolor y 

malestar de la víctima, concluyendo que, la Ley N° 30364, requiere de mejoras ante 

la situación violenta en la que se encuentra la sociedad peruana a fin de que sirva 

para perfeccionar y tipificar el objetivo real que es tener una vida libre de violencia, 

enfatizado en la familia y la mujer. De tal manera, en nuestra primera Sub-categoría 

de investigación, se tiene el Principio de la debida diligencia, definida por la misma 

Ley, como la intervención estatal dentro del ejercicio y competencia de sus 

funciones, cumpliéndose en los plazos pre establecidos sin dilación a favor de la 

sanción, eliminación y prevención de actos violentos además de las sanciones 

correspondientes a las autoridades que incumplan con sus funciones, tal como lo 

estipula el Código Penal. 

 

Consecuentemente, el autor Salcedo (2018), refiere que: “la Ley prevé la demora 

del proceso, por tanto, a través del principio de la debida diligencia, impulsa la 

actuación de diligencias rápidas y efectivas a favor de la víctima y la protección de 

la misma” (p.12); en el ámbito internacional, la determinación de la debida diligencia 

es aquella relacionada a los derechos humanos, en un contexto de actuación 

gubernamental a fin de prevenir y mitigar cualquier hecho de violencia (Forbes, 

2015). Por otra parte, el autor Castillo (2015), refieren que el principio debida 

diligencia frente a las medidas cautelares y de protección, son impartidas por la 

PNP, siendo indispensables en prevenir un nuevo hecho de violencia; asimismo, los 
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facultados en la ejecución de estas medidas es la PNP, a fin de salvaguardar actos 

reiterativos de violencia hacia la mujer y los integrantes del grupo familiar. Con 

respecto a nuestra segunda Subcategoría, se tiene la teoría del enfoque de 

Integralidad, definida en la norma como “los factores que se encuentran presentes 

en la violencia a la mujer, que constituyendo diferentes causas presentes en 

distintas esferas o situaciones de violencia familiar, comunitaria, individual y 

estructural, teniendo la finalidad del diseño de planificación y programación de 

políticas orientadas a intervenir en situaciones donde la persona agredida se logre 

desarrollar desde todos los enfoques y/o disciplinas (Del águila, 2017).  En ese 

orden de ideas, el autor Santiago (2014), define “la integralidad o mejor conocida 

como de integración del afectado en el sistema de justicia penal, como la 

perspectiva reivindicativa o promocional prioritaria hacia la víctima con el fin de 

recuperar a la persona que ha sido vulnerada en el ámbito social, personal y 

cognitivo” (p.15). La autora Silva (2016), refiere que, “el sistema jurídico en sus 

distintos intentos de asegurar la funcionalidad real en sociedad del agredido plantea 

la red de asistencia a víctimas, teniendo el objetivo fundamental de mejorar la 

respuesta de integración social de la víctima garantizando el trato adecuado en 

todas las etapas antes, durante y después del proceso. Por consiguiente, la teoría 

integralidad como un enfoque de recuperación del agredido, tiene como fin y sin 

perder de vista el pasado, la valoración del sufrimiento de la persona víctima de 

violencia como estandarte de retentiva con el objetivo de mejorar y evitar conductas 

similares en el futuro, dando una lección de recuperación emocional, personal y 

social (Rey, 2016). Al respecto, en nuestra segunda categoría, tenemos la teoría de 

la Tutela Urgente, en primer orden debemos entender la Tutela en esencia pura; la 

Real Academia de la Lengua Española, la define como, defensa o amparo de una 

persona respecto de otra; el autor Hurtado (2019), refiere que, la Tutela es aquella 

que busca dar solución a hechos que no pueden esperar el transcurso del tiempo 

de un proceso pretendiendo dar una solución equitativa entre el hecho violento y la 

víctima (p.25).  Con referencia a nuestra primera Subcategoría, tenemos la Teoría 

de la medida cautelar o providencia cautelar; siendo aquellos actos jurisdiccionales 

que restringe derechos fundamentales, a fin de lograr el esclarecimiento idóneo del 

proceso, estipulado en Ley y ejecutado con las debidas garantías para el agraviado 

(La Rosa, 2018). Por consiguiente, Rocco (2014), refiere que debe entenderse como 
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medida cautelar aquella destinada al aseguramiento del cumplimiento jurisdiccional; 

desde la óptica del proceso, esta garantiza el efectivo cumplimiento de Ley y el 

mandato del órgano impartidor de justicia (p.4). Asimismo, la medida cautelar no 

solo es aquella que garantiza a la víctima la protección sino que, está dotada de la 

terminología “igualdad” refiriendo que las partes procesales tienen los mismo 

derechos y oportunidades de contra argumentar o solicitarla. En referencia a nuestra 

segunda subcategoría de la Tutela Urgente; tenemos la Teoría de la medida de 

protección; debiéndose entender como aquella que se interpone a favor de una 

persona que se encuentra en situaciones de peligro y violencia latente; produciendo 

la necesidad de intervención inmediata del juez competente, el cual tienen la 

finalidad de velar por la integridad psicológica y física de la persona. La Medida de 

Protección, tiene como finalidad, evitar la conducta violenta de una persona frente 

a otra, en la cual el victimario no tenga acceso a visualizar o dañar a la víctima o 

mantenerla en un ambiente de hostigación y/o agresión (Castillo, 2016). Por tanto, 

en nuestros enfoques conceptuales de la investigación, tenemos al autor Saravia 

(2018), asevera que, en la Ley N°30364, emplea un factor importante “el tiempo” 

como elemento indispensable para garantizar una justicia efectiva, teniendo 

autonomía en otorgar medidas cautelares, sujetas a la pretensión principal del 

hecho. 
 

 El enfoque conceptual de la Integralidad, se define como el momento de 

aplicación de la Ley por parte del Estado a la víctima a programas sociales que 

garanticen su recuperación e inserción en la sociedad. Asimismo, los autores como 

Gonzales y García (2012), plantearon enfoques teóricos sobre la Tutela Judicial 

Efectiva, refiriendo que, “se debe entender como Sine Qua non, (...) debiendo partir 

que la protección que se debe dar a todas las personas y en especial tratamiento a 

la víctima de un hecho violento independientemente del género o la condición que 

tenga” (p.65).  Finalmente, observamos que la normativa nacional e internacional, 

sobre la Violencia a la mujer y la familia, frente a la tutela judicial urgente, generan 

un impacto relevante en la Ley N°30364, asimismo, en el desarrollo de la sociedad 

se adquirió gradualmente nuevas necesidades; por lo que, la ley en mención es 

necesaria es indispensable para de salvaguardar a la víctima de su agresor, no solo 

con la reforma de la ley sino con una correcta e idónea aplicación de la misma.  
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III. METODOLOGÍA 
 
El hombre siempre a buscado descubrir e investigar sobre su entorno y los efectos 

que estos emplean sobre diferentes fenómenos, la metodología de la investigación, 

constituye una fuente amplia de conocimientos; donde los sujetos investigadores 

buscan a través del estudio y análisis, cuestionar y aportar al enriquecimiento de 

conceptos y soluciones de la realidad social. 

 
3.1. Tipo y diseño de investigación: 
 
El tipo de investigación es el proceso por el cual se planifica y orienta la búsqueda 

de respuestas ante la problemática planteada, identificando su estudio acorde a la 

naturaleza y finalidad de la investigación (Rojas, 2015, p.5). Por ello, el trabajo de 

investigación empleó el enfoque cualitativo, básico y trascendental en aplicación al 

diseño del método científico en virtud de conocimientos existentes, estipulados en 

la jurisprudencia, legislación, doctrina y demás fuentes del derecho. 

Asimismo, el estudio se enmarcó en el análisis íntegro, puesto que se analizó 

cuáles son los criterios que se aplican a favor de la efectividad ante la Ley N°30364, 

por ello se determinó, la función que ejerce los operadores de justicia; finalmente se 

estableció, si todos los casos presentados en dicha institución son atendidos 

oportunamente y si se llega a la aplicación adecuada de las medidas de protección 

hacia las partes.  

Aunado a ello, el autor páramo (2015), definió el “diseño de investigación como 

la solución en proceso para el planteamiento del problema, debiendo ser esta táctica 

y estratégica contenida en la finalidad de adquirir la información a través de pasos 

y/o pruebas que se dan mediante la recolección de datos” (p.6). 

Por ende, se empleó el diseño teoría fundamentada, la cual, ejerce la interacción 

teórica de las categorías y subcategorías con el único fin que se desarrollen los 

diversos fenómenos sociales que son objeto de estudio, obteniéndose a través de 

la guía de entrevistas, documentos bibliográficos, Jurisprudencia, Resoluciones 

Judiciales, entre otros, que se llevarán a cabo del análisis y la continua 

interpretación. 
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3.2. Categorías, Subcategorías y matriz de Categorización: 

Tabla N°1: Matriz de Categorización 

Categoría 

Definición Conceptual Definición Operacional Subcategorías 

La Ley 
N°30364 

La Ley como concepto 
natural es aquel 
percepto dictado por la 
autoridad competente 
con el fin de mandar o 
prohibir acciones u 
omisiones de los 
sujetos de derecho, la 
Ley 30364, es aquella 
norma de prevención, 
sanción y erradicación 
de la violencia contra 
las mujeres e 
integrantes del grupo 
familiar (Pariona, 2020, 
p.2).

La Ley N°30364, se define 
como finalidad operacional 
y de competencia del 
sistema, a razón de 
prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia a la 
mujer y la familia, con el 
fin, de integrar, planificar, 
organizar y articular el 
organismo jurídico y la 
Policía y que el trabajo en 
conjunto logre, la 
adecuada protección a la 
víctima, asimismo, la 
sanción pertinente al 
agresor, por lo cual se 
conceptualiza como la ley 
del sistema funcional de 
protección. 

Principio de la debida 
diligencia 

Enfoque de la 
integrabilidad 

Tutela 
Judicial 
Urgente 

Todo lo cautelar es 
urgente, pero no todo lo 
urgente es cautelar, es 
aquella tutela 
anticipada que se 
relaciona con el 
derecho material 
lesionado, exigiendo la 
respuesta inmediata de 
protección para la 
víctima a fin de 
amortiguar, inhibir o 
prevenir un mayor daño 
(sumaria, 2017, p.3). 

La tutela urgente es 
aquella medida
autosatisfactiva, 
anticipada, mejor conocida 
como tutela diferenciada, 
la cual se conceptualiza 
como la efectividad de 
tutela procesal frente a la 
existencia del daño al 
derecho. 

Medida Cautelar 

Medidas de Protección 

Elaboración Propia. 
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3.3. Escenario de Estudio:  

La investigación tuvo como escenario de estudio la Comisaría de Ancón,  siendo 

elegida a través de la experiencia laboral y respaldada por estudios recientes del 

Observatorio Nacional de la Violencia Contra las Mujeres y los Integrantes del Grupo 

familiar,  los cuales, mediante el Portal Estadístico – “Programa Nacional Aurora”, 

indicó el resultado desde el año 2015 a Febrero 2021 la violencia en el tema 

investigado, ha ido en aumento; por lo que, el índice en la presentación de 

denuncias y casos sobre violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar, 

ha llegado a una tasa de denuncias confirmadas 65%; según reporte de Línea 100; 

chat 100 Y Centro de Emergencia Mujer. 

3.4. Participantes:  

En este punto se especificó y determinó los sujetos o participantes que conforman 

la parte poblacional del estudio, aplicándose los diferentes métodos e instrumentos 

de la investigación (Rojas, 2015, p.45). En ese sentido, se establecieron 8 

especialistas en las materias de Derecho Civil, Derecho Procesal Penal, Derecho 

Penal y Ciencias Criminológicas; como se presenta a continuación:  

Tabla N° 2: Participantes de la investigación 

Nombre Grado Académico Cargo Que 
Desempeña 

Experiencia 
Laboral 

Bermúdez Tapia, 
Manuel Alexis  

Magíster en Derecho 
en Ciencias Penales 

Profesor de Derecho y 
de la unidad de 
Postgrado de la 

UNMSM 

15 años 

Caballero Pinto, 
Henry Víctor 

Magíster en Derecho 
Procesal 

Fiscal Provincial de la 5° 
Fiscalía Provincial 

Especializada en Violencia 
contra la Mujer 

10 años 

Prada Chahuara, 
Pablo Cesar 

Magíster en Derecho 
Procesal 

Fiscal Adjunto Provincial – 
Lima Este 9 años 

 
Ramírez Acosta, 
Francisco Arturo 

Magíster en Derecho 
Civil y Comercial 

Abogado del CEM – 
Comisaría de Ancón. 7 años 

 
Romero Viena, 
José Manuel. 

Doctor en Derecho 
Juez Titular del 1 

juzgado de Familia de 
Lima Este 

14 años 
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Elaboración propia. 

3.5. Técnicas e Instrumentos de Recolección: 
La Universidad Continental (2016) fundamenta que, “las técnicas se valoran a través 

de sus distintos instrumentos que sirven para llegar a la adecuada recolección de 

datos” (p.45). Para el desarrollo de la investigación, se utilizaron las siguientes 

técnicas: análisis documental y entrevistas. 

Tabla N° 3: Validación de instrumento  

VALIDACIÓN DE INSTRUMENTO DE GUÍA DE ENTREVISTA 

Datos Generales Cargo Porcentaje 

ACETO LUCA 
DOCENTE DE LA UNIVERSIDAD 

CESAR VALLEJO 
95% 

GAMARRA RAMÓN 

JOSÉ CARLOS 
DOCENTE DE LA UNIVERSIDAD 

CESAR VALLEJO 
95% 

URTEAGA REGAL 

CARLOS 
DOCENTE DE LA UNIVERSIDAD 

CESAR VALLEJO 
90% 

Promedio 94.6 % 
Elaboración propia. 

3.6. Procedimientos: 

El autor Toledo (2017), define “el procedimiento de investigación como aquella 

finalidad de dar respuestas a interrogantes planteadas, a fin de proporcionar una 

adecuada aplicación de la Ley” (p.80); por consecuencia, la investigación cumple 

Yupanqui Acosta, 
Leoncio 

Magister en Derecho 
Penal y Procesal 

Penal 
Abogado Litigante 9 años 

Vargas Huangal, 
Wakner Abogado Abogado del CEM – 

Comisaría de Ancón 6 años 

Vera Vera, Guido 
Maximiliano Magister en Derecho 

Fiscal Adjunto Provincial 
Penal – Distrito Fiscal de 

Lima 
12 años 
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con aquel rigor científico a fin de asegurar la originalidad y validez de los medios 

empleados a favor de recolectar datos. 

El presente proyecto de investigación tuvo un procedimiento, trayectoria y plan 

metodológico instituido por el enfoque cualitativo; con carácter interpretativo y 

fundamentado, a fin de producir la legitimidad del conocimiento científico por 

adquirir. El procesamiento fue a través de guías documentales y de entrevistas; la 

cual mediante una tabulación de datos obtenidos y a través del tratamiento de orden 

y recaudación de datos, se ordenó y seleccionó, lo principal y fundamental en 

conjunto de las categorías y subcategorías planteadas; con la única finalidad de 

aportar a nuestro problema a investigar. 

Tabla N° 4: 

CATEGORÍA SUBCATEGORÍA 

Ley N° 30364 1.- Principio de la debida 

diligencia. 

2.- Enfoque de integralidad. 

Tutela Judicial Urgente 1.- Medidas Cautelares. 

2.- Medidas de Protección. 

Elaboración Propia. 

3.7. Rigor Científico: 

El presente proyecto de investigación buscó a través del Rigor científico los 

aspectos que aportarán a la valoración de nuestras técnicas empleadas como: 

Credibilidad o valor de verdad, definida como: aquella de validez interna, está 

alude a la veracidad de los instrumentos recabados en la investigación, los cuales 

deberán ser aceptables y creíbles; se aplicará los procedimientos como: la 

observación, guía de entrevista, tabulación y triangulación de datos, a fin de avalar 

la credibilidad de la información. 

Transferibilidad o aplicabilidad, definida como; aquella de validez externa, 

esta consiste en la transferencia de datos y conceptos de la investigación que se 
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planteará a través del problema general, donde corresponderá la tabulación de 

datos dando solución y/o respuestas sobre “La Ley N° 30364 y la Tutela Judicial 

Urgente en la Comisaría de Ancón, 2020”. 

Neutralidad, definida como: aquella que garantiza la investigación directa y 

confiable, garantizará de que esta no esté promovida por los intereses ni 

motivacíones sesgados por la perspectiva del autor o investigador. 

Dependencia o Consistencia, conceptualizada como dependiente a la 

triangulación de resultados, esta contrastará las perspectivas documentales, 

colectivas e individuales que el investigador ha recabado a lo largo del proyecto; 

estará ligada en todo momento con los métodos de aplicación como, la observación, 

entrevista, discusiones de la norma, jurisprudencia, resoluciones, etc. 

Confirmabilidad, definida como de fiabilidad externa, está considerará los 

métodos válidos de investigación, exponiendo de manera precisa y clara, los 

métodos que han llevado a cabo los resultados del proyecto ofreciendo la evidencia 

de los datos recabados y el empleo de la adecuada triangulación como ejercicio de 

reflexión. 

3.8. Método de análisis de la Información: 

Se empleó a través del enfoque cualitativo, conceptualizándose en la realidad del 

problema a favor de la información recabada por las personas aportantes al estudio 

(Zerpa, 2016, p.67).  

De tal manera, el presente proyecto de investigación, se encontró orientado al 

método hermenéutico, descriptivo e inductivo con el enfoque cualitativo, por lo que, 

se sustentó en una valoración de análisis y estimación de Leyes, Jurisprudencia y 

demás fuentes orientadas al derecho en relación a la realidad social, la aplicación 

de la Ley y la efectividad de los órganos impartidores de justicia; son la principal 

razón en aplicación al análisis. Finalmente, se empleó el método exegético, el cual 

consistió en la conceptualización real, práctica y de manera directa el conocimiento 

de los entrevistados respecto a la investigación. 

3.9. Aspectos éticos: 
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Los autores Peñaranda y Arias (2015), refieren que: “la investigación es aquella que 

tiene por finalidad resolver una o varias problemáticas, donde el autor o investigador 

debe emplear las causas y consecuencias de su estudio, bajo preceptos éticos y 

morales; así como, la información y métodos que emplee serán confiables, 

verdaderos y reales, guardando con suma cautela y reserva los aportantes y/o 

participantes de la investigación” (p.67). 

Tabla N° 5: Aspectos éticos de la Investigación 

Criterios 
Característica 

del criterio 
Procedimiento 

Adecuación 
Teórica 

Guía de Normas 

Apa 

Garantizará la correcta citación de diversos 

instrumentos teóricos aportantes a la 

investigación, resguardando el derecho de 

autoría de la obra inicial. 

Aplicabilidad 
Guía de 

Entrevista 

Los resultados derivados de la aplicación 

de la guía de entrevista, representarán la 

aportación de los participantes dentro del 

contexto de investigación, muestreo 

teórico. 

Autenticidad Turnitin 

Permitirá corregir, rastrear y calificar el 

trabajo final, en prevención a posibles 

plagios y aseverando que la investigación 

sea auténtica. 

Elaboración Propia. 
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN

En esta fase de la investigación, se describieron los resultados de los instrumentos 

de recolección de datos empleados: Guía de Entrevista y Guía de Análisis 

Documental, los cuales direccionaron los objetivos descritos en las secciones 

anteriores, en relación a ello debemos mencionar  al  autor Brennen (2017), quien 

refirió, que los datos de una investigación facultan y permiten conocer la información 

recabada a través de los entrevistados, debido a que ellos tienen una relación 

directa con la unidad a investigar (p.129). 

En cuanto al instrumento Guía de Entrevista, se obtuvieron los siguientes 

resultados: Al respecto del objetivo general; analizar si la Ley N°30364, se relaciona 

con la Tutela Judicial Urgente en la Comisaría de Ancón, 2020; cuya primera 

pregunta fue: ¿De qué manera la Ley N°30364 “Ley para prevenir, sancionar y 

erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar”, se 

relaciona con la Tutela Judicial Urgente? 

Los expertos; Caballero (2021), Vera (2021), Ramírez (2021), respondieron con 

similitud al concordar que, la Ley N° 30364, se relaciona de manera tuitiva con el 

proceso especial de tutela, teniendo 2 etapas: Protección a cargo del Fiscal de 

Familia, y la sanción a cargo del Fiscal Provincial Penal; por lo cual, la tutela judicial 

urgente guarda relación con la etapa de protección a cargo del Juzgado de Familia. 

A su vez señalaron que, estamos en un proceso especial de tutela el cual busca 

que los operadores de justicia ante un hecho o amenaza de violencia actúen en 

forma oportuna sin dilación por razones procedimentales, formales o de otra 

naturaleza. 

Asimismo, Vargas (2021), Prada (2021), Romero (2021), Bermúdez (2021), 

mencionaron que, la Ley N° 303664, se encuentra destinada a dar mayor celeridad 

a la prevención y sanción a la violencia contra la mujer y los integrantes del grupo 

familiar; con la finalidad de justicia y cautela sobre los derechos violentados, 

generando el proceso inmediato en caso de flagrancia, por lo que,  este es un 

mecanismo que genera un vínculo con la tutela Judicial Urgente por la inmediatez 
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en la que se da las medidas de protección dando un tratamiento célere al tomar 

conocimiento de la comisión por los delitos contenidos en la Ley precitada. En 

oposición a ello, Yupanqui (2021); refiere que si bien la Tutela Judicial Urgente, la 

Ley N° 30364 y la Tutela Judicial, existe una estrecha relación por la capacidad de 

respuesta inmediata ante un caso y la protección de la víctima; debiendo ser directa 

y proporcional, para la anticipación de los hechos pero en la práctica la Ley actúa 

después de los hechos. 

Conforme a los resultados de la primera interrogante, tres de los ocho 

entrevistados, afirmaron que; la Ley N° 30364, si se relaciona con la Tutela Judicial 

Urgente de manera tuitiva y protectora, sin dilación por razones procedimentales o 

formales. Cuatro de los ocho entrevistados, afirmaron que, si se relacionan y tienen 

un vínculo directo por la inmediatez procesal. Uno de los ocho entrevistados, 

mencionó que entra la Tutela Judicial Urgente, la Ley N° 30364 y la Tutela Judicial, 

existe una estrecha relación, en casos de protección al agredido, pero que esta no 

es directa ni proporcional para la anticipación de los hechos violentos. 

En relación a la segunda pregunta del objetivo general; ¿Cuál es su opinión 

respecto al tratamiento jurídico normativo que se le da a la violencia contra la mujer 

e integrantes del grupo familiar?, los entrevistados Vera (2021), Prada (2021), 

Yupanqui (2021) y Bermúdez (2021), refirieron que el tratamiento de la norma tiene 

por objetivo la prevención, atención, sanción y erradicación de los actos dañosos; 

atiendo la necesidad primordial: la asistencia de protección a la víctima, siendo que, 

en la práctica esta ley es acorde a la realidad social, económica y cultural que vive 

el Perú penalizándose severamente al agresor; sin embargo, este tratamiento 

jurídico, no contribuye a la eficaz prevención, ni erradicación de violencia; teniendo 

un vacío educativo y estructural por mejorar. 

De tal manera, Caballero (2021), Vargas (2021), Romero (2021) y Ramírez 

(2021), aseverando que, la Ley N° 30364 realiza un tratamiento adecuado en contra 

de la violencia a la mujer y los integrantes del grupo familiar, considerando enfoques 

y diferentes modalidades de protección y pese que la Ley contempla  tres 

supuestos: la audiencia se lleve con la sola presencia de la víctima y al no 
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comparecer la misma se llevará a cabo sin ella; segundo supuesto, es que si las 

circunstancias lo amerita el juez dictará las medidas de protección en el plazo 

establecido en la ley, por lo tanto, en ese supuesto prescindirá de la audiencia y un 

tercer escenario contando con la presencia del denunciado si el juez lo considera 

necesario; por lo que, en ninguno de los tres supuestos el reglamento se opone a 

un contradictorio, porque incluso al considerar entrevistar al denunciado este será 

para generar convicción de la medida de protección más acorde al caso en concreto. 

Ello no significa la vulneración del derecho al debido proceso del denunciado; sino 

que estamos ante un contradictorio pospuesto, que podrá hacerlo valer al formular 

la apelación, ello a razón de la misma naturaleza del proceso urgente y porque 

existe una verosimilitud del derecho invocado que no es otra cosa que el riesgo de 

que se vuelva producir hechos de violencia; sin embargo, dicha ley contiene 

deficiencias una de ellas es en la tipificación del maltrato psicológico. 

Al respecto de los resultados de la segunda interrogante, cuatro de los ocho 

entrevistados, afirmaron que a pesar de que la norma tiene como objetivo la 

atención, sanción, prevención y erradicación de la violencia contra la mujer y los 

integrantes del grupo familiar; esta no contribuye en su totalidad con la eficacia; 

teniendo un vacío estructural y educativo que se debería mejorar. Cuatro de los 

ocho entrevistados, manifestaron que, la normativa citada realiza un tratamiento 

adecuado siendo menester mencionar que existen tres supuestos, en donde la 

víctima lleva sola audiencia y al no comparecer la misma igual se llevará a cabo sin 

ella; segundo en donde el juez dictará las medidas de protección en el plazo 

establecido por ley y por último como tercer supuesto; se contará con la presencia 

del denunciado siempre y cuando el juez considere necesario; cabe mencionar que 

la sola irrogación del hecho violento de la víctima basta para movilizar el órgano 

jurisdiccional, esto no quiere decir que se vulnere el derecho al debido proceso del 

denunciado, sino que presenciamos la figura de una contradictorio pospuesto; que 

se podrá formular mediante la apelación. 

Sobre la tercera pregunta del objetivo general; ¿De qué forma la simplificación 

de requisitos procesales en la Ley N° 30364 “Ley para prevenir, sancionar y 

erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar”, influye 
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en la celeridad de denuncias, protección de la víctima y el proceso judicial? los 

entrevistados Caballero (2021), Vargas (2021) y Bermúdez (2021); indicaron que, 

la simplificación de los requisitos procesales es en relación a la presentación de la 

denuncia, ya que, estas no necesitan elemento probatorio, salvo la manifestación 

del agraviado; por lo cual no influye en la celeridad del trámite teniendo este otros 

factores que podrían influir de manera directa como: la carga del trabajo o procesal 

y el recurso personal o logístico. Aunado a ello, los entrevistados Prada (2021), 

Ramírez (2021) y Romero (2021); refirieron que, utilizar el proceso inmediato o 

simplificado en casos de violencia a la mujer y los integrantes del grupo familiar, 

constituye celeridad a fin de salvaguardar la integridad física y psicológica de los 

agraviados, definiendo como la Ley del proceso célere que garantiza de manera 

positiva la respuesta rápida del órgano jurisdiccional frente a los actos dañosos. 

En oposición a lo mencionado anteriormente el entrevistado Vera (2021) y 

Yupanqui (2021), concordaron que, la celeridad frente a la simplificación procesal 

debería relacionarse directamente, por el contrario, en la práctica esto no se cumple, 

concluyendo que, la simplificación de los requisitos procesales no garantiza o 

influyen en la celeridad de las denuncias, pues, no toda celeridad implica una 

adecuada protección. 

En relación a lo expuesto en la tercera pregunta, tres de los entrevistados 

relacionaron los requisitos procesales con la presentación de la denuncia, puesto 

que, para denunciar el hecho violento por parte del agraviado o de un tercero solo 

se necesita la manifestación del acto, lo cual no influye con la celeridad, la 

protección de la víctima o el proceso judicial, para su influencia se debería observar 

los factores de trabajo y carga procesal. Tres de los ocho entrevistados, 

concordaron que, utilizar un proceso inmediato o simplificado  en los casos 

establecidos en la Ley constituye celeridad pues prevé salvaguardar a la víctima 

garantizando  de manera positiva la respuesta y protección del órgano jurisdiccional; 

finalmente dos de los ocho entrevistados, concluyeron que, la simplificación 

procesal debería relacionarse de manera directa pero que en la realidad esta no 

cumple con las expectativas proporcionadas, por lo cual, no garantiza o influye la 

celeridad de las denuncias. 
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Al respecto del objetivo específico uno; analizar de qué manera el principio de 

la debida diligencia que establece la ley N°30364, influye en las medidas cautelares 

aplicadas en el proceso; teniendo como cuarta pregunta lo siguiente: ¿De qué 

manera el Principio de la Debida Diligencia que establece la Ley N°30364 “Ley para 

prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del 

grupo familiar”, influye en las medidas cautelares aplicadas en el proceso? 

Los entrevistados, Caballero (2021), Vargas (2021), Prada (2021) y Romero 

(2021); afirmaron que, el principio de la debida diligencia que establece la ley es 

vinculante para todos los operadores de justicia teniendo el deber de aplicación 

correcta bajo responsabilidad funcional en caso de no tener la diligencia debida o 

accionar de manera inmediata no solo se pierde la posibilidad de instaurar un 

proceso con éxito, sino que se deja en indefensión a la víctima. Concluyendo que 

estas se encuentran ligadas de manera positiva ya que las medidas cautelares 

otorgadas y aplicadas con debida diligencia permiten garantizar la protección de los 

derechos del agraviado.  

Asimismo, Vera (2021), Yupanqui (2021), Ramírez (2021) y Bermúdez (2021); 

manifestaron que, con la sola denuncia se activa el citado principio, donde la Policía 

son los sindicados en primera línea para actuar sin displencia y con diligencia a fin 

de que, la autoridad judicial dicte las medidas de protección necesarias y/o urgentes 

con la finalidad de beneficiar y proteger a la víctima; pero en la realidad este no 

influye frente a la medidas cautelares y su aplicación, por lo que, aún se tiene el 

obstáculo de la falta de preparación de los integrantes de la PNP este principio está 

dirigido a imponer sanciones a las autoridades que incumplen el mismo. 

Conforme a lo expuesto de los entrevistados, cuatro de los ocho entrevistados, 

concordaron que, el principio de la debida diligencia se encuentra ligado de manera 

positiva a la influencia en las medidas cautelares aplicadas en el proceso puesto 

que, al otorgarlas estas garantizan  y permiten la protección del agraviado; 

asimismo, cuatro de los ocho entrevistados arribaron a sus respuestas afirmando 

que, este principio se activa desde el inicio con la denuncia del hecho , pero que, en 
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la realidad actual este principio no influye  frente a las medidas cautelares y su 

aplicación ya que se tiene el desnivel social en preparación a los integrantes de la 

PNP. 

En relación a la quinta pregunta del objetivo específico uno; ¿Cuáles son los 

criterios para la disposición de medidas cautelares a razón de cumplir con lo 

legítimo, razonable y proporcional establecidos por Ley? 

Los entrevistados Caballero (2021) y Yupanqui (2021); concordaron que, los 

requisitos para el dictado de las medidas cautelares no son los mismos que para las 

medidas de protección, siendo principalmente la verosimilitud del derecho y el 

peligro en la demora los que a su vez están conformados por el principio de 

proporcionalidad; asimismo, deberían existir más juzgados de violencia contra las 

mujeres en lugares donde existen mayor conflicto y que se tomen las medidas 

respectivas después de haber analizado bien los hechos y la sanción debe de darse 

por la gravedad de los hechos. De manera que, los entrevistados Vera (2021), 

Vargas (2021), Prada (2021), Ramírez (2021), Romero (2021) y Bermúdez (2021); 

afirmaron que, la Ley N° 30364 y el Código Procesal Civil establece las medidas 

cautelares y los requisitos, como medida autosatisfactiva en atención al nivel de 

agravio sufrido por la víctima, así como la magnitud del proceder e intención del 

sujeto activo, considerándose también las circunstancias educativas, compresión 

cultural y condición económica.   

Al respecto, dos de los ocho entrevistados, afirmaron que los criterios aplicados 

para las medidas cautelares no son los mismos para las medidas de protección, 

asimismo, los criterios en los que se debería mejorar son en la existencia de más 

juzgados en las zonas donde existan mayor conflicto en casos de violencia contra 

la mujer y los integrantes del grupo familiar. Seis de los ocho entrevistados, 

aseveraron que, los criterios para la disposición de medidas cautelares se 

encuentran en la Ley N° 30364 y el Código Procesal Civil; los cuales se relacionan 

y determinan a razón del nivel del agravio sufrido por la víctima. 
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En cuanto a la sexta pregunta del objetivo específico uno; ¿El principio de la 

debida diligencia, en la práctica se diferencia en un trato normativo especial frente 

a los casos de violencia contra mujer y de los integrantes del grupo familiar? ¿por 

qué? 

 

Los expertos, Caballero (2021), Vera (2021), Vargas (2021), Prada (2021), 

Yupanqui (2021), Romero (2021), Ramírez (2021) y Bermúdez (2021); mencionaron 

que, el principio de la debida diligencia frente a la normativa analizada si se 

diferencia, puesto que, por su naturaleza de los derechos de las víctimas que se 

afectan, trata de proteger la vida, la integridad personal entre otros de manera 

oportuna y eficaz; donde evidentemente se aprecia que las víctimas son más 

vulnerables, tal es el caso que, desde una lesión leve (art. 122-B C..P) puede 

terminar en un feminicidio teniendo así un especial tratamiento por la vulnerabilidad 

en los sujetos pasivos y la sensibilidad que causa en nuestro extracto social actual.  

 

Al respecto, ocho de los ocho entrevistados, afirmaron que, el principio de la 

debida diligencia en la práctica se diferencia del trato normativo especial en los 

casos de violencia hacia la mujer y los integrantes del grupo  familiar, puesto que, 

desde su naturaleza especial, el factor tiempo es el que constituye la importancia 

de garantizar y realizar el acceso de justicia efectivo con la finalidad de proteger a 

la víctima de la mano con el principio de celeridad procesal y la naturaleza del 

proceso especial de tutela;  el juez que asume la competencia de casos de violencia 

contra la mujer y los integrantes del grupo familiar no debe ser neutral; ello no 

significa que debe ser parcial, claramente debe ser imparcial, pero no es lo mismo 

imparcialidad que neutralidad. La razón es que el juez de familia en aplicación de la 

constitución, la ley y su reglamento debe priorizar que no sucedan más hechos de 

violencia. 

 

Al respecto del objetivo específico dos; analizar de qué manera el enfoque de 

integralidad que establece la ley N°30364, incide en la determinación y aplicación 

de las medidas de protección N°30364.; teniendo como sétima pregunta lo 

siguiente: ¿De qué manera el enfoque de integralidad que establece la Ley N°30364 

“Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los 
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integrantes del grupo familiar”, incide en la determinación de las medidas de 

protección? 

En relación a la pregunta anterior; los expertos Caballero (2021), Vera (2021), 

Vargas (2021), aseveraron que, en la praxis el dictado de las medidas de protección 

por los Jueces de Familia es mínima porque principalmente en la ley solo se 

contempla órdenes de prohibición de ejercer violencia, órdenes de alejamiento y 

terapia psicológica para las partes conforme al enfoque de integralidad tendría que 

abarcar otros ámbitos como el educativo, de salud, etc., confluyendo en múltiples 

causas y factores donde las instituciones involucradas actúen de manera conjunta: 

Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, Ministerio de Salud, Ministerio de 

Educación, Ministerio de Justicia, Ministerio de Trabajo, de Inclusión Social, los 

gobiernos locales y regionales, como órganos involucrados en la prevención y 

erradicación de violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar. Aunado a 

ello, los entrevistados Prada (2021), Yupanqui (2021), Ramírez (2021), Romero 

(2021) y Bermúdez (2021); refirieron que, el enfoque de integralidad recién se está 

empleando en conjunto con los organismos de la DEMUNAS, MINISTERIO DE LA 

MUJER, FISCALÍA Y LA POLICIA, quienes son los que intervienen en los diferentes 

niveles del proceso, velando de inicio a fin por la integración de la víctima y del 

agresor recuperado a una vida “normal”.  

En relación a los resultados de la sétima pregunta, tres de los entrevistados 

refirieron que, en la práctica las medidas de protección dictadas por los Jueces de 

Familia son mínimas, ordenándose solo la prohibición del agresor hacia la víctima; 

es decir que, no se emplea el enfoque de integralidad en ninguna determinación, 

por lo que, debería abarcar el  nivel educativo y de salud;  debiéndose tener en 

cuenta que esta Ley no busca dividir a la familia, sino, busca la protección y la 

recuperación física y psicológica de la misma. Seis de los ocho expertos 

entrevistados, aseveraron que, este enfoque recién se viene implementando en la 

normativa actual y coyuntural vigente, teniendo como funcionamiento a todos los 

órganos de justicia y protección a fin de brindar apoyo y ayuda tanto a la víctima 

como al agresor.  
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En cuanto a la octava pregunta del objetivo específico dos; ¿De qué manera se 

concede, aplica y sobre sigue las medidas de protección y de integralidad de la 

víctima, a fin de garantizar la correcta efectividad de la norma desde el inicio y fin 

proceso? Los entrevistados, Caballero (2021), Vargas (2021), Yupanqui (2021) y 

Bermúdez (2021); concordaron que, las medidas de protección son concedidas de 

acuerdo al nivel de riesgo 24,48 y 72 horas, las mismas que son comunicadas a la 

comisaría para su ejecución y notificación al agresor, teniendo una vigencia de 

acuerdo al art. 35º de la ley 30364 y siendo en la praxis el 80% de estas son 

negativas en aplicación, por lo que, al concederse las medidas de protección solo 

queda en el documento, dejándose pasar el tiempo donde medidas de protección 

pierden eficacia pues después de una larga espera, no se llega a cumplir o constatar 

el cumplimiento de la medida protectora. En contra parte los expertos, Vera (2021), 

Prada (2021), Ramírez (2021) y Romero (2021); afirmaron que, se concede, aplica 

y sobre sigue las medidas de protección y de integralidad de la víctima a raíz de la 

comunicación de la policía nacional del Perú o institución quien tome conocimiento 

sobre los actos de violencia familiar corroborando mediante los medios probatorios, 

la efectividad de la norma va a depender solo de la observancia de los principios 

que establece la Ley 30364. 

En relación a los resultados expuestos por los entrevistados, cuatro de los ocho 

entrevistados, refirieron que, las medidas de protección son determinadas a través 

del nivel de riesgo que tiene la víctima, encontrándose tipificado en la norma; 

asimismo, en la práctica el 80% de ellas no son aplicadas de manera correcta 

puesto que, solo queda en documento y no se le hace un correcto seguimiento a la 

víctima y al agresor. Por otro lado, cuatro de los ocho entrevistados, concordaron 

que, las medidas de protección y el resguardo a la víctima inicia desde la denuncia, 

refiriendo que su efectividad depende de la observancia de los principios 

establecidos por Ley.  

Respecto a la novena pregunta del objetivo específico 2; ¿En qué aspectos 

debería modificarse la Ley N° 30364 “Ley para prevenir, sancionar y erradicar la 

violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar”, a fin de erradicar 

la violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar en el Perú? 
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Los entrevistados Caballero (2021), Yupanqui (2021), Ramírez (2021) y Romero 

(2021); aseveraron que, la Ley no debe modificarse, sino que, el Estado debería 

asignar recursos suficientes a las instituciones involucradas a fin de poder cumplir 

con sus obligaciones y funciones, implementándose fiscalías y Juzgados en los 

lugares de más incidencia en violencia hacia la mujer y los integrantes del grupo 

familiar como en comunidades nativas y campesinas donde los mecanismos de 

protección que ofrece las normas no existen, demostrándose que esta norma está 

implementada para la ciudad. Siendo, las MIDIS y las DEMUNAS los que velan por 

la protección de los lugares alejados del Perú, por lo cual, los operadores de justicia 

deben cambiar de actitud frente a las circunstancias o hechos violentos que 

atraviesa la víctima, puesto que, la correcta aplicación y protección depende de 

ellos. Adicionalmente a ello, los entrevistados Vera (2021), Vargas (2021), Prada 

(2021) y Bermúdez (2021), concordaron que, la ley no debe hacer discriminación de 

género en su denominación debiéndose modificar en el extremo de las medidas de 

protección sobre las terapias psicológicas que se dispone hacia las partes, además 

de ello, de manera efectiva la policía o algún auxiliar del poder judicial haga 

seguimiento y coadyuve a que se cumpla, caso contrario, la conducta del agresor 

seguirá vigente. Por otro lado, se debería incorporar que las familias del país, tengan 

un sistema de orientación familiar con en terapias psicológicas, cada cierto tiempo, 

como medio de prevención. 

 

Conforme a los resultados de la novena pregunta, cuatro de los ocho 

entrevistados, afirmaron que, la norma no debería modificarse, sino debería 

implementar y aumentar el presupuesto hacia la formación de fiscalías y juzgados, 

así como la capacitación constante de los miembros de la Policía; por el contrario, 

cuatro de los ocho entrevistados; concordaron que la ley no debería hacer 

discriminación de género debiendo modificarse en las medidas de protección y las 

terapias psicológicas; debiendo tener un adecuado seguimiento y un sistema de 

orientación con motivo de prevención y educación a las familias en conjunto. 

 

En cuanto al instrumento de recolección de datos guía de análisis documental, 

se obtuvieron los siguientes resultados: Respecto al objetivo general; analizar si la 
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Ley N° 30364, se relaciona con la Tutela Judicial Urgente en la Comisaría de Ancón, 

2020. 

 

De la Sentencia N°13913-2018-47-1601-JR-FT-11 de la Corte Superior de 

Justicia de la Libertad (2019);  se extrajo que, la Ley N° 30364, se relaciona de 

manera directa  en el  marco legal con la Tutela Judicial urgente separándose en 

dos etapas procesales: primera, la adopción de las medidas de protección y 

cautelares con la finalidad de cesar la violencia, salvaguardar la vida de la víctima y 

la recomposición del grupo familiar mediante estrategias terapéuticas que sean 

diferenciados por las circunstancias y el entorno social de la familia, en la segunda 

etapa, sancionar al o los responsables del maltrato a la mujer y los integrante del 

núcleo familiar; por lo que, en la realidad práctica las medidas otorgadas mediante 

el sistema judicial no son controladas o monitoreadas por alguna entidad creada o 

determinada para los casos de prohibición de acercamiento del agresor y la víctima, 

entre otros. 

 

En cuanto a la Sentencia Casatoria – 593/14 de la Corte Suprema de Justicia 

de Trujillo (2018); se encontró que, la Ley N° 30364 y la Tutela Urgente mediante el 

expd. 05098-2017; definiéndolo como el proceso sui generis (único en su especie) 

de Tutela Urgente que se diferencia por el carácter sustantivo, mediante el criterio 

autónomo y diferenciado de cada hecho que trata de salvaguardar en todo aspecto 

y de manera inmediata, eficaz y célere la integridad de la mujer y los integrantes del 

grupo familiar. 

 

Asimismo, en el artículo “violencia y abuso de la familia”, Sanz y Molina (2013), 

se pudo recabar que, la Legislación Argentina en el proceso de violencia familiar y 

los procesos de violencia contra la mujer se encuentran reguladas a través de la 

Ley N° 24417 y N° 27501 respectivamente; por lo cual se diferencia en los procesos 

de protección y la medidas cautelares o precautorias, siendo instrumentales en la 

práctica y careciendo de un fin en sí mismas, solo coexisten de lo principal y 

accesorio; dicho en otras palabras, lo Judicial “Urgente” debe aplicarse siendo 

relativo ante los sucesos que se propicien, asimismo, esta tiene una fecha limita que 

finiquita con la sentencia; en comparación a la legislación peruana, que mediante la 
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Ley N°30364, establece la Tutela Urgente como el mecanismo que busca 

interrumpir el ciclo violencia a fin de proteger a la víctima y el entorno familiar, 

incluyendo al denunciado. 

De lo analizado mediante el instrumento guía de análisis documental, para el 

objetivo general, podemos inferir que, la Ley N° 30364 si se relación con la Tutela 

Judicial Urgente puesto que el proceso que se emplea es un proceso especial  de 

carácter autónomo  donde no solo trata de proteger a la víctima del agresor, sino 

trata de recuperar el vínculo familiar quebrado por los actos violentos; por otro lado, 

en el derecho comparado, la legislación Argentina recrea esta protección mediante 

dos leyes N° 24417 y N° 27501, diferenciándose en los plazos que se lleva a cabo 

del proceso y la medidas precautorias y de protección que imparte variando en la 

gravedad de los hechos y sancionando al denunciando de manera severa 

rompiendo el vínculo agresor – victima. 

Respecto del objetivo específico uno; analizar de qué manera el Principio de la 

debida diligencia que establece la Ley N° 30364, influye en las medidas cautelares 

aplicadas en el proceso. 

Del artículo “Debida diligencia en la actuación del Ministerio Público Fiscal en 

casos de violencia de género”, Eudeba (2013); se encontró que, el actuar 

diligentemente en el proceso, implica que de manera efectiva y no formal se cumpla 

con la Convención Americana , lo cual, estableció la obligación positiva del Estado 

que es el brindar a todas las personas que estén en riesgo y bajo su jurisdicción un 

recurso judicial efectivo contra los actos violatorios de sus derechos esenciales; por 

lo cual, y frente al derecho comparado con el país de argentina; este principio es 

convertido en la obligación de actuar, a fin de prevenir, investigar, sancionar y 

reparar la violencia de género; concluyendo así que, este principio si influye sobre 

las medidas cautelares y el proceso en general, acotando que una adecuada 

aplicación constituiría la protección efectiva a la víctima en cualquier ámbito (p.48). 

En relación a la investigación “El Fortalecimiento de la aplicación del principio 

de la debida diligencia de la Ley N° 30364 en los procesos de violencia contra la 
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mujer”, los autores Veneros y Rojas (2018), aseveraron que, el Principio de la 

Debida Diligencia frente a las medidas cautelares influyen de manera positiva 

siempre y cuando estas cumplan y sean aplicadas en el plazo correspondiente; 

asimismo, cabe mencionar que esta debe garantizar la correcta protección de la 

víctima frente a la vulneración de sus derechos ya sea por la violación de su derecho 

como víctima y la violación de su derecho a la justicia. 

De acuerdo al artículo “Movimiento Manuela Ramos. Ley para prevenir, 

sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 

familiar – Ley N° 30364 comentada” (2020), se encontró que, las medidas cautelares 

en el proceso de la Ley N°  30364; son influenciadas por el principio de la debida 

diligencia; pues estas, de manera directa influyen en la correcta aplicación, espacio 

y tiempo, buscando salvaguardar el instituto procesal y garantizar el resultado de un 

proceso judicial iniciado o por iniciarse a fin de evitar que el fondo controvertido se 

convierta en una falsa ilusión cautelar, debido a la inevitable dilación del plazo. 

De lo investigado en este instrumento, para el objetivo específico uno, 

encontramos que, el principio de la debida diligencia si influyen positivamente  en 

las medidas cautelares aplicadas en el proceso siempre que estos cumplan con el 

plazo y los requisitos establecidos por ley;  con la finalidad de que el fondo 

controvertido no se convierta en un factor negativo para la víctima sino que trate sin 

dilaciones de protegerlas; en el derecho comparado argentino, enfoca de manera 

prioritaria la obligación positiva del Estado de actuar diligentemente a fin de cubrir 

el riesgo de los actos violatorios de los derechos esenciales tanto para el 

denunciante como el denunciado. 

En cuanto al objetivo específico dos; analizar de qué manera el enfoque de 

integralidad que establece la Ley N° 30364, incide en la determinación y aplicación 

de las medidas de protección N° 30364. 

De la Sentencia N° 18277- 2020, del Décimo Juzgado de Familia 

Subespecialidad Violencia Familiar de la Corte Superior de Justicia de Lima (2020), 

se extrajo que, la determinación del enfoque de integralidad es aquel conjunto de 
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factores que se integran el ámbito personal, profesionales y social; por lo cual, el 

operador de justicia deberá tartar de identificar el problema, dictar la medida de 

protección de la mano de emplear estrategias de recuperación a fin de combatir el 

problema emocional y de reinserción de la víctima. 

Por medio del artículo “Enfoque de la Prevención”, el autor Monesterolo (2016), 

aseveró que, la incidencia en determinación y aplicación de la medidas de 

protección parte de un conjunto de requisitos que se consolidan en la violencia y el 

resguardo o protección urgente de la víctima, asimismo, uno de los enfoques 

relevantes para este según la ley debería ser el enfoque de integralidad, pero en la 

realidad peruano no es más que una tipificación, puesto que, en la práctica, no se 

llena a cabalidad, primero: la prevención y segundo: habiéndose vulnerado no se 

logra proteger a la víctima y mucho menos se logra un seguimiento oportuno de 

reinserción a fin de combatir el circulo violento. 

En cuanto al artículo “INFORME DE IMPLEMENTACION DE LAS 

RECOMENDACIONES DEL CEVI”, Organización de los Estados Americanos 

(2017), se extrajo que, el enfoque de integralidad cumple un rol importante en la 

determinación de medidas de protección, asimismo, al término o cese de la medida 

este aún sigue cumpliendo con su misión de protección, puesto que como lo estipula 

y ratifica la Ley el enfoque engloba políticas integrales de prevención, atención y 

reinserción, a fin de reparar el daño causado a la víctima; instaurando el proceso de 

Tutela Urgente que tiene como plazo máximo 72 horas de presentarse la denuncia. 

Por lo cual, en la mayoría de países de Latinoamérica este enfoque no es valorado, 

ya que, no consta de una aplicación uniforme en espacio y tiempo; reflejándose así 

la reincidencia en casos de violencia, reflejándose así en el alto índice de hechos 

violentos. 

De lo evaluado en este instrumento, para el objetivo específico 2, inferimos que, 

el enfoque de integralidad que establece la Ley N°30364, debería incidir en la 

determinación de las medidas de protección, puesto que el rol de esta es la 

prevención, atención y reinserción tanto de víctima como del agresor; por lo cual 

este debe estar vigente desde el inicio y fin del proceso, asimismo, el seguimiento 
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oportuno permitirá la ideal y correcta recuperación de la víctima y la tutela real de 

sus derechos.  

A continuación, en esta sección se procedió a la discusión de resultados de los 

objetivos planteados en la investigación; es necesario mencionar que en esta 

sección del estudio no constituye la redacción inédita de los resultados que se 

obtuvieron, sino, consiste en la combinación de análisis y juicios de valor que fueron 

planteados en esta investigación: Al respecto, se expondrá la discusión de los 

resultados obtenidos en la guía de entrevistas, referente al objetivo general: Analizar 

si la ley N°30364, se relaciona con la tutela judicial urgente en la comisaría de ancón, 

2020. 

De lo antes mencionado, en la guía de entrevista, se infiere que, la mayoría de 

los entrevistados concluyeron que, la Ley N° 30364 si se relaciona con la Tutela 

Judicial Urgente, haciendo hincapié que es un tratamiento jurídico de naturaleza 

especial donde la función del órgano jurisdiccional es importante para que se dé un 

tratamiento adecuado y urgente, siempre y cuando se proceda sin dilación y con 

inmediatez procesal; cabe mencionar que esto guarda gran similitud con lo expuesto 

por el autor Castillo (2021), quien refirió que, el nuevo proceso de tutela para la 

víctimas de violencia se encuentra bajo la aplicación conforme a la situación que se 

desarrolle siendo un proceso de tutela urgente que busca interrumpir el ciclo de 

violencia con medidas de protección; asimismo, los entrevistados también 

aseveraron que, esta Ley no cumple en su totalidad con el fin propuesto; 

generándose un vacío estructural y educativo no solo en las medidas de protección 

o cautelares, sino en el seguimiento de las mismas.

No obstante, dos de los entrevistados, refirieron que si bien la Tutela judicial 

Urgente se relacionan con la Ley; esto no implica que en la práctica se cumpla con 

el objeto de la norma, concluyendo que, la simplificación de los requisitos procesales 

no garantizaría ni influiría en la celeridad de las denuncias, pues no toda celeridad 

implica la adecuada protección, por tanto, es imprescindible mencionar a la 

defensoría del pueblo en su revista indexada (2017); donde se refirió que, en el 

escenario de la violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar, se debió 
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y se debe implementar un diseño de políticas públicas orientadas abordar la política 

criminal y de manera integral la protección de la víctima y la pena del agresor; 

concluyendo que, a pesar de la existencia de esta Ley aún no se logra velar 

completamente por la seguridad de la víctima y el núcleo familiar que la rodea, 

debiendo mejorar la efectividad, a fin de parar con el número de víctimas por 

violencia de genero y violencia familiar.  

Respecto a la guía de análisis documental, se encontró que, los entrevistados 

aseveraron que la ley N° 30364 si se relaciona de manera directa con la tutela 

judicial urgente, pero que, en la práctica, estos actos de simplificación procesal no 

garantizan ni influye en la celeridad de las denuncias, así como el adecuado 

funcionamiento de las medidas de protección; como se expresó en la Sentencia 

N°13913-2018-47-1601-JR-FT-11 de la Corte Superior de Justicia de la Libertad 

(2019); donde se reafirma el vínculo directo de la ley y la tutela judicial urgente; 

asimismo, en la Sentencia Casatoria – 593/14 de la Corte Suprema de Justicia de 

Trujillo (2018); aseveraron que, este proceso se debe entender como un proceso 

especial “único en su especie”; por lo que el carácter sustantivo de este se enfoca 

en salvaguarda a la mujer y los integrantes del grupo familiar; en contraste con el 

artículo “violencia y abuso de la familia”, de los autores Sanz y Molina (2013), se 

infiere que, el derecho comparado argentino, divide en dos Leyes la violencia contra 

la mujer y la violencia contra la familia; los cuales se diferencian en los plazos que 

se lleva a cabo el proceso y las medidas precautorias y de protección que se 

otorgan; variando mediante la gravedad de los hechos. 

Por consiguiente, de los resultados obtenidos se pudo afirmar que, la Ley N° 

30364, se relaciona de manera directa y positiva con la Tutela Judicial Urgente; 

puesto que, beneficia el auxilio de justicia con la simplificación de requisitos 

procesales; pero ello, se subsume a la tipificación y aún número reducido de casos 

que son atendidos cumpliendo en plazo de Ley; asimismo, en la práctica no se 

cumple con la adecuada Tutela Urgente, por lo cual se observó el alto índice de 

incidencias por violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar. 

Consecuentemente de la mayoría de documentos estudiados y entrevistados se 

logró cumplir el supuesto jurídico general. 
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En cuanto al objetivo específico uno: Analizar de qué manera el Principio de la 

debida diligencia que establece la Ley N° 30364, influye en las medidas cautelares 

aplicadas en el proceso. 

Del instrumento guía de entrevista, se observó que la mayoría de entrevistados 

aseveraron que, el Principio de la Debida Diligencia se encuentra ligado de manera 

positiva a la influencia de las medidas cautelares del proceso; afirmando que, en la 

práctica el trato normativo especial de la Ley influye en este principio, constituyendo 

el factor “tiempo” el principal motor a fin de garantizar y realizar el acceso de justicia 

efectivo; asimismo, dos de los entrevistaron, refirieron que, en el proceso no solo es 

trascendental cumplir la Ley a cabalidad; ya que, todos los hechos que puede 

tipificar se diferencian de su propia naturaleza “no todos los actos de violencia son 

iguales”; por lo que; uno de los conflictos vertiginosos que sufre la realidad de la ley 

es la falta de debida diligencia de los operadores de justicia, así como, de la poca 

existencia de juzgados o DEMUNAS  en las zonas lejanas del Perú.  

En ese sentido, lo mencionado en el párrafo anterior concordó con lo referido 

por el autor Vargas (2018), quien afirmó que, el principio de la debida diligencia es 

y debe ser un factor importante para el Estado; puesto que a través de él se logra 

el tratamiento y funcionamiento adecuado a fin de lograr la protección debida y las 

sanciones pertinentes; que en palabras de los autores Gómez y Herrera (2018), este 

no es más que la obligación de los Estados, a fin de sancionar los actos violentos 

que vulneren los derechos de la mujer y la familia. Por lo cual, ello reforzó lo 

mencionado por los expertos respecto al principio de la debida diligencia y la 

aplicación de la misma en los procesos.  

En cuanto a la guía análisis documental, al autor Eudeba (2013), con su artículo 

titulado “Debida Diligencia en la actuación del ministerio Público Fiscal en casos de 

violencia de género – Ciudad Autónoma de Buenos Aires” aseveró que, el actuar de 

manera diligente en un proceso refleja la efectividad de la obligación que tiene el 

Estado a fin de brindar el recurso judicial efectivo contra los actos violatorios de los 

derechos esenciales de las mujeres (p. 48-49);  coincide con la tesis de los autores 
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Veneros, A. Rojas, F. (2018) en “El Fortalecimiento De La Aplicación Del Principio 

De La Debida Diligencia De La Ley N° 30364 En Los Procesos De Violencia Contra 

La Mujer”, donde se concluyó que, el Principio de la Debida Diligencia frente a las 

medidas cautelares influyen directamente siempre y cuando estas cumplan con el 

plazo correspondiente; esto se vio reforzado por lo mencionado anteriormente por 

los entrevistados; así como, por el “Movimiento Manuela Ramos. Ley para prevenir, 

sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 

familiar – Ley N° 30364 comentada” (2020), donde mencionó que, las medidas 

cautelares son influenciadas por el Principio de la debida diligencia, puesto que, la 

correcta aplicación, espacio y tiempo que busca salvaguardar el instituto procesal 

donde protege y garantiza el resultado de un proceso judicial iniciado o por iniciarse 

a fin de evitar que el derecho de fondo controvertido se convierta en una falsa ilusión 

cautelar, debido a la inevitable dilación del plazo. 

Lo relatado hasta este párrafo, sobre la valiosa influencia del Principio de la 

Debida Diligencia y las medidas cautelares en el proceso; fue similar a lo 

mencionado en el antecedente internacional del autor Huertas (2020); “Violencia 

intrafamiliar contra las mujeres“, en la interpretación aseveró que el Estado debe 

adoptar medidas, no solo considerando la funcionalidad de los órganos 

jurisdiccionales mediante principios, sino además enfocar el aspecto opresivo, 

correctivo y provisorio, a fin de brindar apoyo a la víctima y el restablecimiento de la 

unidad familiar; tal como lo describió el autor De Luján (2013), titulado “Violencia 

contra las Mujeres y Alguien más”, afirmó que, el proceso judicial debería abordar 

no solo la protección sino debe brindar un esquema multidisciplinario a favor de la 

víctima, debiéndose impartir una política de recuperación; por ende, podemos 

relacionar que en el Perú, el principio de la debida diligencia en un primer escalón 

tiene al Ministerio Público y Poder Judicial; y en segundo escalón a la Policía 

Nacional del Perú, quienes son los organismos que tienen la responsabilidad de 

cumplir con el citado Principio con la finalidad de prevenir y proteger el resurgimiento 

de los actos violentos en cuanto a las medidas cautelares, estas también se 

encontraran sujetas al tiempo, de tal manera, si resultan tardía, serán denunciados 

penalmente por omisión a sus funciones conforme lo tipifica el Código Penal vigente. 

Es así, de los resultados obtenidos se pudo afirmar que, el Principio de la debida 
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diligencia que establece la Ley N°30364, influyen de manera positiva y directa en 

las medidas cautelares aplicadas en el proceso, dado que, estas son acorde a la 

necesidad de la víctima; siempre y cuando los órganos cumplan sus funciones en 

cada etapa del proceso, con todos los recursos de investigación que se cumplió con 

el supuesto jurídico específico uno. 

En cuanto al objetivo específico dos: Analizar de qué manera el enfoque de 

integralidad que establece la Ley N° 30364, incide en la determinación y aplicación 

de las medidas de protección N° 30364. 

Respecto del instrumento guía de entrevista, se observó que para la mayoría 

de entrevistados aseveraron que, las medidas de protección son establecidas por 

los Jueces de familia siendo mínimas y solo otorgan la prohibición del agresor hacia 

la víctima; siendo solo otorgadas por el grado de riesgo y en su mayoría solo quedan 

plasmadas en documento, por ende, no se realiza el adecuado seguimiento de la 

denunciante; asimismo, los expertos entrevistados mencionaron que, respecto al 

enfoque de integralidad de la ley recién se viene implementando, recalcando la 

finalidad en el apoyo y ayuda tanto a la víctima como al agresor; adicionalmente a 

ello, los entrevistados concluyeron que, la norma no debería modificarse, solo 

debería aumentar e implementar presupuesto en el desarrollo de nuevas fiscalías y 

juzgados; así como, de comisarías y personal capacitado; ello sobre todo en las 

zonas lejanas del Perú profundo; puesto que, contribuiría a la no discriminación de 

género y el adecuado seguimiento en un sistema estructura de prevención y 

educación en conjunto. En ese orden de ideas, lo mencionado por los expertos 

entrevistados concordó con lo referido por el autor Plácido (2020), quien aseveró 

que, el modelo jurídico de la Ley N° 3034, regula la tutela especial de violencia de 

género, donde el enfoque de integralidad debería tomarse en cuenta a fin de otorgar 

medidas de protección y autosatisfactivas que se contrastan con los hechos. 

En cuanto a la guía análisis documental de lo mencionado anteriormente; a 

razón del Exp. N° 18277-2020. Décimo Juzgado de Familia Subespecialidad 

Violencia Familiar de la Corte Superior de Justicia de Lima (2020); determina el 

enfoque de integralidad como el conjunto de factores que integra términos 
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personales y sociales de las partes donde la identificación del problema es relevante 

a fin de dictar las medidas autosatisfactivas; con el fin de la recuperación emocional 

y de reinserción social; en el mismo tenor el autor Monesterolo (2016), enfatiza que 

el enfoque de integralidad debe ser fundamental y no solo emplearse como medida 

de recuperación de la víctima que este establece 1 “la prevención” y 2 “la protección 

y recuperación”; por último y no menos importante, la Organización de los Estados 

Americanos (2017); concluyó que, el enfoque de integralidad en los estados cumple 

un rol determinante en las medidas de protección que dicta a través de los diferentes 

organismos, asimismo, mencionó que a pesar de la existencia de este vital enfoque 

a un su aplicación no es uniforme reflejándose en la reincidencia en los casos de 

violencia contra la mujer y la familia. 

Lo relatado hasta esta sección y en virtud de los antecedentes de carácter 

internacional debemos mencionar al autor Santiago (2014), quien direccionó su 

estudio a la integralidad de las partes en un proceso de justicia penal, donde enfatizó 

que este tiene la perspectiva integradora y reivindicativa con la finalidad de 

recuperar a las partes y reinsertarlas en el ámbito social, personal y cognitivo; 

contrastado con el derecho peruano, el autor Valega (2016), afirmó que el enfoque 

de integralidad era un paso sumamente importante en el Perú puesto que de ser 

aplicado en razón a su interpretación no solo reconocería la importancia de la 

víctima y el agresor sino que a raíz de la múltiple causas y factores, es indispensable 

establecer una estructura idónea a fin de la real y correcta aplicación de la ley.  

En relación a esta fase de la investigación se afirmar que, el enfoque de 

integralidad que establece la Ley N°30364, incide de manera positiva en las 

medidas de protección, ya que, considera la vida humana como principal objetivo 

de protección; mencionando que en la práctica aún no se logra establecer 

lineamiento adecuado aplicado, como la norma lo establece, puesto que aún no se 

logra entender e integrar que aquella integralidad sea sin distinción de género y 

discapacidad.
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V. CONCLUSIONES

1. Se concluyó que, la Ley N° 30364 se relaciona directamente con la Tutela

Judicial Urgente, siendo un nuevo proceso de tutela para las víctimas de

violencia bajo la interpretación de los principios implicados en la norma y

conforme al contexto especial que busca enmarcar un proceso sui generis –

especial y urgente, requiriendo una pronta y oportuna decisión, puesto que, de

no ser así, se produciría la conculcación irreversible de la integridad de la mujer

y los integrantes del grupo familiar. No obstante, existen defectos en la

estructura y aplicación puesto que, el índice de violencia hacia la mujer y el

grupo familiar la reincidencia no ha disminuido por el contrario la coyuntura

actual COVID-19; ha contribuido en la alza de índices, de manera que la

Policía de Ancón y en general la Policía Nacional del Perú, siendo el órgano

encargado de la ejecución de las medidas y llevar un correcto seguimiento no

cuenta con los mecanismos necesario ni la capacidad en número de personal

policial capacitado.

2. Se concluyó que, el Principio de la Debida Diligencia que establece la Ley N°

30364, si influye de manera directa y positiva en las medidas cautelares;

puesto que, en su aplicación correcta se logra la ejecución efectiva, asertiva y

oportuna a fin de proteger a la víctima. Sin embargo, en la práctica existen

fallas en la aplicación de dicho principio, siendo el principal el ejercicio de sus

deberes por parte de los operadores de justicia los mismos que en teoría son

los encargados de brindar seguridad a la víctima.

3. Se concluyó que, el enfoque de integralidad de la precitada Ley y la incidencia

que genera de manera directa y positiva con las medidas de protección,

garantizan la óptima y oportuna intervención estatal, no solo por estar

orientada o incluida en materializar el hecho punible sino porque el

resarcimiento y la necesidad de recuperación de las partes garantizan la

correcta tutela desde el inicio y fin del proceso. No obstante, en el Perú este

enfoque se encuentra poco desarrollado, sin plan estratégico.



39 

VI. RECOMENDACIONES

Primero. -  Se recomienda al Estado como ente regulador del Ministerio de la Mujer 

y Poblaciones Vulnerables, la Policía Nacional, Fiscalía de la Nación, Poder Judicial; 

y demás organismos que se dedican a la lucha de la violencia contra la mujer y los 

integrantes del grupo familiar; integren nuevas políticas públicas que se acojan a la 

realidad social que vivimos debiendo estar orientadas básicamente a la prevención, 

investigación, reparación física y psicológicas, así como la reestructuración en 

mejoras y aumento de Centros Policiales, capacitación constante a los policías a fin 

de reforzar la judicatura vinculadas a la lucha contra cualquier tipo de violencia. 

Segundo. – Se recomienda que las autoridades encargadas de llevar casos de 

violencia Familiar y los integrantes del grupo familiar; impartir como requisito 

indispensable el realizar cursos de capacitación especializada que abarque no solo 

la normativa vigente, sino los diferentes factores de salud física y mental a los cuales 

la víctima ha sido expuesta; este curso debe ser exclusivo para postular al cargo; 

asimismo, al hacer incumplimiento de sus funciones y los principios normados en la 

Ley, se recomienda realizar una apertura de queja administrativa de oficio, a fin de 

verificar la funcionalidad del trabajo impartido, aunado a ello, de constatarse el 

incumplimiento sancionar con un multa pecuniaria. 

Tercero. – Se recomienda que el MIDIS de la mano con la Policía Nacional del Perú 

y los establecimientos de salud, implementen una oficina general de seguimiento 

continuo y exhaustivo; a fin de que las víctimas de violencia sean atendidas y 

monitoreadas en todo su proceso de recuperación, estableciendo un binomio de 

prevención y riesgo; debiéndose desactivar solo cuando se cumpla con la 

integración y recuperación total tanto de la víctima como del agresor; debemos 

hacer hincapié que esta ley lo que busca no es desintegrar a las familias por los 

actos violentos, ni mucho menos, exponer al agraviado al constante maltrato del 

agresor, lo que busca es la recuperación y reinserción social de las partes a fin de 

cumplir la finalidad del Estado la Paz social en justicia.
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TÍTULO 

“La Ley N°30364 y la Tutela Judicial Urgente en la Comisaría de 

Ancón, 2020” 

PROBLEMAS 

Problema 
General 

¿De qué manera la Ley N°30364, se relaciona con la 

Tutela Judicial Urgente en la Comisaría de Ancón, 2020? 

Problema 
Específico 1 

¿De qué manera el Principio de la debida diligencia que 

establece la Ley N°30364, influye en las medidas 

cautelares aplicadas en el proceso? 

Problema 
Específico 2 

¿De qué manera el enfoque de integralidad que establece 

la Ley N°30364, incide en la determinación de las medidas 

de protección? 

OBJETIVOS 

Objetivo 
General 

Analizar si la Ley N°30364, se relaciona con la Tutela 

Judicial Urgente en la Comisaría de Ancón, 2020 



 
 
 

 

Objetivo 

Específico 1 

Analizar de qué manera el Principio de la debida diligencia 

que establece la Ley N°30364, influye en las medidas 

cautelares aplicadas en el proceso. 

Objetivo 

Específico 2 

Analizar de qué manera el enfoque de integralidad que 

establece la Ley N°30364, incide en la determinación y 

aplicación de las medidas de protección N°30364. 

SUPUESTOS  

Supuesto 
jurídico General 

La Ley N°30364, se relaciona de manera negativa con la 

Tutela Judicial Urgente, puesto que, a pesar de beneficiar 

en la simplificación de requisitos procesales, estos no son 

acorde a la realidad del Perú, dado que, en la práctica no 

se cumplen con la adecuada Tutela Urgente de la víctima, 

teniendo como resultado los altos índices de feminicidios 

y violencia familiar. 

 

Supuesto 
Específico 1 

El Principio de la debida diligencia que establece la Ley 

N°30364, influyen de manera positiva en las medidas 

cautelares aplicadas en el proceso, dado que, estas son 

acorde a la necesidad de la víctima. 

 

Supuesto 
Específico 2 

 

El enfoque de integralidad que establece la Ley N°30364, 

incide de manera positiva en las medidas de protección, 

ya que, consideran la vida humana como principal objetivo 

de protección. 

 

Categorización 

 

Categoría 1: Ley N° 30364 

Subcategorías 1: Principio de la Debida Diligencia   



Subcategorías 2: Enfoque de integralidad 

Categoría 2: Tutela Judicial Urgente. 

Subcategorías 1:   Medidas cautelares 

Subcategorías 2:  Medidas de protección. 

METODOLOGÍA 

Diseño de 
investigación 

- Enfoque: Cualitativo

- Diseño: Teoría Fundamentada

- Tipo de investigación: Básica

- Nivel de la investigación: Descriptivo

Método de 
muestreo 

- Participantes: Especialistas jurídicos.

- Muestra: 5 abogados especialistas en la materia a

investigar.

Plan de análisis 
y trayectoria 
metodológica 

-Técnica e instrumento de recolección de datos

✔ Técnica: Entrevista y análisis de documentos

✔ Instrumento: Guía de entrevista y guía de análisis

documental.

Análisis 
cualitativo de 

datos 

Análisis sistemático, hermenéutico, analítico, comparativo, 
inductivo y sintético. 



ANEXO 2: 

MATRIZ DE CATEGORIZACIÓN 

Categoría Definición Conceptual Definición Operacional Subcategorías 

La Ley N°30364 

La Ley como concepto 
natural es aquel percepto 
dictado por la autoridad 
competente con el fin de 
mandar o prohibir acciones 
u omisiones de los sujetos
de derecho, la Ley 30364,
es aquella norma de 
prevención, sanción y 
erradicación de la violencia 
contra las mujeres e 
integrantes del grupo 
familiar (Pariona, 2020, 
p.2).

La Ley N°30364, se define 
como finalidad operacional y 
de competencia del sistema, 
a razón de prevenir, 
sancionar y erradicar la 
violencia a la mujer y la 
familia, con el fin, de integrar, 
planificar, organizar y articular 
el organismo jurídico y la 
Policía y que el trabajo en 
conjunto logre la adecuada 
protección a la víctima, 
asimismo, la sanción 
pertinente al agresor, por lo 
cual se conceptualiza como la 
ley del sistema funcional de 
protección. 

Principio de la 
debida diligencia 

Enfoque de la 
integrabilidad 

Tutela 
Judicial Urgente 

Todo lo cautelar es 
urgente, pero no todo lo 
urgente es cautelar, por lo 
tanto, la Tutela Judicial 
Urgente, es aquella tutela 
anticipada que se 
relaciona con el derecho 
material lesionado, 
exigiendo la respuesta 
inmediata de protección 
para la victima a fin de 
amortiguar, inhibir o 
prevenir un mayor daño 
(sumaria, 2017, p.3). 

La tutela urgente es aquella 
medida autosatisfactiva, 
anticipada e interinal, mejor 
conocida como tutela 
diferenciada, la cual se 
conceptualiza como la 
efectividad de tutela procesal 
frente a la existencia del daño 
al derecho. 

Medida Cautelar 

Medida de 
Protección 
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Corte Superior 
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Libertad. (2019, 
29 de enero). 
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13913-2018-47-
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https://static.legi
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content/uploads/
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13913-2018-47-
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La Ley 30364 
actualizada como su 
reglamento, reconocen 
mecanismos legales 
urgentes a ser 
utilizados por parte del 
Órgano Jurisdiccional 
(Estado), ante los 
actos de violencia que 
se dan dentro del 
ámbito familiar hacia 
uno de sus miembros 
y/o violencia contra la 
mujer, ello en el marco 
del desarrollo 
convencional y 
constitucional, 
justamente abordando 
de manera integral la 
violencia ejercida en el 
ámbito de los 
particulares como es 
en la familia y en las 
relaciones con la 
mujer, donde se 
vulneran derechos 
humanos (vida, 
integridad 
física y psicológica, 
entre otros). 

La naturaleza procesal de la Ley N° 
30364 contiene: Como primera etapa 
de tutela judicial urgente, por la que 
debe 
discurrir un acto de violencia, es la que 
se lleva a cabo ante el Juzgado de 
Familia o el que haga sus veces, los 
cuales deben dictar o no una medida 
de 
protección y/o medida cautelar, según 
sea el caso y conforme a la situación 
existente, como también una medida 
cautelar para brindar una respuesta 
integral 
ante los hechos de violencia 
cometidos por terceros; y la segunda 
etapa, es la 
que funciona de manera paralela a la 
primera, es la que está a cargo de los 
órganos jurisdiccionales en materia 
penal (Juzgados Penales o Juzgados 
de Paz 
Letrado) quienes, en la etapa de 
investigación, juzgamiento o 
audiencia única, 
dispondrán las sanciones 
correspondientes, según las 
circunstancias de cada 
caso y conforme a las disposiciones 
sobre delitos o faltas establecidas en 
la 
normatividad penal aplicable.  

Se concluye  que la Ley N° 30364, 
se relaciona de manera directa  en 
el  marco legal con la Tutela 
Judicial urgente separándolo en 
dos etapas procesales; fijadas en 
el artículo 6° de la misma, 
adoptando las medidas de 
protección y cautelares, con la 
finalidad de cesar la violencia, 
salvaguardar la vida de la víctima, 
y la recomposición del grupo 
familiar, mediante estrategias de 
tratamientos dadas las 
circunstancias y el entorno social 
de la familia, en la segunda etapa, 
busca sancionar al o los 
responsables del maltrato familiar 
o contra la mujer u otros miembros 
de la familia; debemos tener en 
cuenta que, en la realidad práctica 
las medidas otorgadas mediante 
el sistema judicial no son 
controladas o monitoreadas por 
alguna entidad creada o 
determinada para los casos de 
prohibición de acercamiento del 
agresor y la víctima, entre otros.  
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Corte 
Suprema de 
Justicia – 
Trujillo 
(2018, 11 de 
junio). 
Sentencia C-
593/14. 
https://static
.legis.pe/wp-
content/uplo
ads/2018/10/
Expediente-
5098-2017-
93-1601-JR-
FC-02-
Legis.pe_.pd
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En rigor, tenemos que la 
naturaleza jurídica de las 
medidas de protección 
prevista en la Ley N° 
30364, es que constituyen 
un proceso sui generis de 
tutela urgente y 
diferenciada, que tiene 
carácter sustantivo, 
representando así un 
medio autónomo, a través 
del cual se pretende cesar 
la violencia, 
salvaguardando en forma 
inmediata, célere y eficaz la 
integridad psicofísica, la 
dignidad, la libertad de las 
personas integrantes del 
grupo familiar, como 
también el lograr la 
recomposición del grupo 
familiar, como también en 
lo personal en el caso de 
las mujeres. 

La Segunda Sala Civil 
de la Corte Superior 
de Justicia de la 
Libertad, expiden el 
auto de vista recaído 
en el expd. 05098-
2017; el cual 
estableció la 
naturaleza y relación 
jurídica de las 
medidas de 
protección, 
dilucidando que, esta 
no se trata de una 
medida cautelar, ni 
una medida 
autosatisfactiva, sino 
de una naturaleza 
distinta que se genera 
a través de los 
procesos de violencia 
en aplicación de la 
Leu N° 30364. 

Se concluye que, la 
relación de la Ley N° 
30364 y la Tutela 
Urgente mediante el 
expd. 05098-2017; se 
debe entender como el 
proceso sui generis 
(único en su especie) 
de Tutela Urgente que 
se diferencia, por el 
carácter sustantivo, 
mediante el criterio 
autónomo y 
diferenciado de cada 
hecho; que trata de 
salvaguardar en todo 
aspecto y de manera 
inmediata, eficaz y 
célere la integridad de 
la mujer y los 
integrantes del grupo 
familiar. 
 

Título: 

 La Ley N° 30364 y la Tutela Judicial Urgente en la Comisaría de Ancón, 2020. 
 

Objetivo General: Analizar si la Ley N° 30364, se relaciona con la Tutela 
Judicial Urgente en la Comisaría de Ancón, 2020. 

https://static.legis.pe/wp-content/uploads/2018/10/Expediente-5098-2017-93-1601-JR-FC-02-Legis.pe_.pdf
https://static.legis.pe/wp-content/uploads/2018/10/Expediente-5098-2017-93-1601-JR-FC-02-Legis.pe_.pdf
https://static.legis.pe/wp-content/uploads/2018/10/Expediente-5098-2017-93-1601-JR-FC-02-Legis.pe_.pdf
https://static.legis.pe/wp-content/uploads/2018/10/Expediente-5098-2017-93-1601-JR-FC-02-Legis.pe_.pdf
https://static.legis.pe/wp-content/uploads/2018/10/Expediente-5098-2017-93-1601-JR-FC-02-Legis.pe_.pdf
https://static.legis.pe/wp-content/uploads/2018/10/Expediente-5098-2017-93-1601-JR-FC-02-Legis.pe_.pdf
https://static.legis.pe/wp-content/uploads/2018/10/Expediente-5098-2017-93-1601-JR-FC-02-Legis.pe_.pdf
https://static.legis.pe/wp-content/uploads/2018/10/Expediente-5098-2017-93-1601-JR-FC-02-Legis.pe_.pdf
https://static.legis.pe/wp-content/uploads/2018/10/Expediente-5098-2017-93-1601-JR-FC-02-Legis.pe_.pdf
https://static.legis.pe/wp-content/uploads/2018/10/Expediente-5098-2017-93-1601-JR-FC-02-Legis.pe_.pdf




 
 
 

 

 ANÁLISIS DE FUENTE DOCUMENTAL 

GUÍA DE ANÁLISIS DE FUENTE DOCUMENTAL 
 

 

 

 

AUTOR (A) : Pinglo Vela Catharine Karen.   

FECHA        : 27 - 04 – 2021 

 

ANÁLISIS DE FUENTE DOCUMENTAL 

FUENTE 
DOCUMENTAL 

CONTENIDO DE LA 
FUENTE A ANALIZAR 

ANÁLISIS DEL 
CONTENIDO CONCLUSIÓN 

 
 
 
Sanz, D. & 
Molina, A. 
(2013). 
Violencia y 
abuso en la 
familia, pp. 
262. 
 
 
 
 
 
 

2. PROCESOS 
URGENTES EN LA 
LEGISLACIÓN 
ARGENTINA 
 
La expresión “proceso 
urgente” es la que mejor 
puede definir las 
características de un 
proceso que pretende 
amparar a las víctimas de la 
violencia familiar. Ella 
supera y amplía la noción 
de proceso o medida 
cautelar, ya que al 
dictársela se torna 
autosatisfactiva, y hasta 
puede dar por concluido ese 
proceso urgente.  
Partiendo de la base de que 
la prevención del daño que 
realiza un juez, 
generalmente, configura un 
supuesto de prevención 
terciaria, pues actúa 
tratando de reparar el 
perjuicio ya producido, (…). 

 
En el caso de la 
doctrina argentina, 
califican el derecho 
de la Tutela Urgente 
como medidas 
“autosatisfactivas”, 
pues estas por si 
solas satisfacen a la 
persona cuyo 
derecho han violado; 
advirtiendo que 
estas medidas no 
son resultado de un 
procedimiento 
cautelar común, 
sino, está sometida a 
cambios del proceso 
de fondo en el cual 
se debate el derecho 
sustancial, sino de 
un proceso distinto. 

 
Se concluye que, en la Legislación 
Argentina el proceso de violencia 
familiar y los procesos de violencia 
contra la mujer se encuentran 
reguladas a través de la Ley N° 
24417 y N° 27501 
respectivamente; por lo cual se 
diferencia en los procesos de 
protección y la medidas cautelares 
o precautorias, siendo 
instrumentales en la práctica y 
careciendo de un fin en sí mismas, 
solo coexisten de lo principal y 
accesorio; dicho en otras palabras, 
la Judicial “urgente” que debe 
aplicarse es relativa ante los 
sucesos que se propicien, 
asimismo, esta tiene una fecha 
limita que finiquita con la 
sentencia; en cuanto y en 
comparación a la legislación 
peruana, que mediante la Ley 
N°30364,establece la Tutela 
Urgente como el mecanismo que 
busca interrumpir el ciclo violencia, 
a fin de proteger a la víctima y el 
entorno familiar, incluyendo al 
denunciado. 
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Ministerio 
Público Fiscal. 
(2013). Debida 
diligencia en la 
actuación del 
Ministerio 
Público Fiscal 
en casos de 
violencia de 
género – 1ª ed.  
– Ciudad 
Autonoma de 
Buenos Aires: 
Eudeba. PP. 48-
49.  
https://www.cejil
.org/sites/default
/files/legacy_file
s/Debida%20dili
gencia_0.pdf 
 
 
 
 
 
 
 

La satisfacción del estándar 
de debida diligencia frente a 
la violencia de género, 
requiere que se asegure la 
aplicación efectiva del marco 
legal vigente y de políticas de 
prevención y prácticas que 
permitan actuar de manera 
eficaz ante las denuncias y en 
sintonía con los criterios 
establecidos en el marco 
normativo de los derechos 
humanos. LA CIDH también 
ha reafirmado “la estrecha 
relación entre la 
discriminación, la violencia y 
la debida diligencia, 
enfatizando que la falla del 
Estado de actuar con debida 
diligencia para proteger a las 
mujeres de la violencia 
constituye una forma de 
discriminación y una 
negación de su derecho a la 
igual protección de la ley.  

El principio de la 
Debida Diligencia en 
el marco de los 
derechos humanos, 
deberá satisfacer 
como mínimo criterios 
como el desarrollo 
oportuno de la 
investigación, 
previniendo en todo 
momento el riesgo de 
la víctima a la 
reincidencia violenta, 
asimismo, en el marco 
gradual y 
proporcional, las 
medidas cautelares 
que funcionan en la 
restricción de los 
derecho del agresor 
deberán ser 
interpretadas como el 
medio para cautelar el 
correcto proceso, sino 
también como el 
medio de protección a 
la víctima. 

El actuar Diligentemente en el 
proceso, implica que de 
manera efectiva y no formal 
se cumpla con la Convención 
Americana , que estableció la 
obligación positiva del Estado 
el brindar a todas las 
personas que estén en riesgo 
y bajo su jurisdicción un 
recurso judicial efectivo contra 
los actos violatorios de sus 
derechos esenciales; por lo 
cual, y frente al derecho 
comparado con el país de 
argentina; este principio es 
convertido en la obligación de 
actuar, a fin de prevenir, 
investigar, sancionar y reparar 
la violencia de género; 
concluyendo así que este 
principio si influye sobre las 
medidas cautelares y en el 
proceso en general, acotando 
que si adecuada aplicación 
constituiría la protección 
efectiva a la víctima en 
cualquier ámbito. 
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Veneros, A. Rojas, F. 
(2018).  EL 
FORTALECIMIENTO 
DE LA APLICACIÓN 
DEL PRINCIPIO DE LA 
DEBIDA 
DILIGENCIA DE LA 
LEY N° 30364 EN LOS 
PROCESOS DE 
VIOLENCIA CONTRA 
LA MUJER. Tesis para 
obtener el título 
profesional de 
abogada, Universidad 
Cesar Vallejo. 
Repositorio 
Institucional.  
https://repositorio.ucv
.edu.pe/bitstream/han
dle/20.500.12692/3633
4/veneros_av.pdf?seq
uence=1&isAllowed=y 
 
 
 
 
 
 

El Principio De La Debida 
Diligencia es primer rango es el 
Ministerio Público y el Poder Judicial 
y en segundo rango la Policía 
Nacional del Perú. Ante ello el autor 
Miguel Ángel Ramos Ríos (2018) nos 
explica cuál es la 
responsabilidad de la Policía 
Nacional es la prevención ante un 
probable recrudecimiento o 
resurgimiento de la violencia, durante 
las investigaciones o ejecución de las 
medidas de protección; 
la regla derivada de este principio es 
que: Si la Policía Nacional, dentro de 
un proceso de 
investigación o ejecución de las 
medidas de protección, no adopta 
acciones orientadas a prevenir el 
recrudecimiento o resurgimiento de 
todo tipo de violencia contra las 
mujeres y los integrantes del 
grupo familiar, o, si adoptándolas 
estas resultan ser tardías, serán 
sancionados por rehusamiento o 
demora de actos funcionales, 
conforme con el Código Penal 
vigente; en declaración del ministro 
del Interior (…). 

La debida 
diligencia desde 
la perspectiva 
de ejecución por 
parte de la 
Policía Nacional, 
Ministerio 
Publico y 
Juzgado, 
contiene la 
responsabilidad 
de ejecución y 
prevención ante 
la recurrente 
violencia de la 
víctima, 
asimismo, esta 
no hace más 
que diligenciar lo 
plazos para la 
protección ya 
sea en medida 
preventiva o 
cautelar. 

A través de la Tesis 
citada se puede 
determinar que el 
Principio de la Debida 
Diligencia frente a las 
medidas cautelares 
influyen de manera 
positiva siempre y 
cuando estas 
cumplan y sean 
aplicadas en el plazo 
correspondiente; 
asimismo, cabe 
mencionar que esta 
garantice la correcta 
protección de la 
víctima frente a la 
vulneración de sus 
derechos ya sea por 
la violación de su 
derecho como víctima 
y la violación de su 
derecho a la justicia. 
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Movimiento 
Manuela 
Ramos. Ley 
para 
prevenir, 
sancionar y 
erradicar la 
violencia 
contra las 
mujeres y 
los 
integrantes 
del grupo 
familiar – 
Ley N° 
30364 
comentada, 
pp. 56 
 
 
 
 
 

La policía al atender la 
denuncia, procederá a la 
derivación del atestado a un 
juzgado de familia, 
generando dos ventajas 
ligadas entre sí: La primera 
es que, al ser un órgano 
jurisdiccional el que 
interviene, no está en duda 
su disponibilidad de dictar 
mandatos coercitivos 
propios de las medidas de 
protección; durante la 
vigencia de la legislación 
previa existió gran polémica 
sobre este punto pues esa 
facultad recaía en las 
fiscalías de familia. La 
segunda es que, por 
tratarse de un órgano 
jurisdiccional, puede 
pronunciarse también sobre 
otros aspectos conexos 
importantes en una 
situación de violencia como 
los mandatos d Derecho de 
Familia: alimentos, tenencia 
régimen de visita, etc. 

El empoderamiento del 
Ministerio Público, se debe 
convertir en un actor con 
liderazgo en el aparato de 
persecución penal, por ende, 
debe estar orgánicamente 
preparado y sus miembros 
debidamente capacitados 
para conducir en forma real y 
efectiva la investigación 
preliminar desde que se 
conoce la noticia criminal. 
Además, se requiere un 
Ministerio Público cuyos 
representantes sean capaces 
de estrechar lazos de 
coordinación interinstitucional 
con la Policía Nacional, de 
modo tal que sumen 
esfuerzos, acciones y 
estrategias, complementen 
conocimientos y sean más 
que un binomio, verdaderos 
aliados estratégicos con 
objetivos que los hayan 
internalizado como comunes. 

Se concluye que las 
medidas cautelares en el 
proceso de la Ley N° 
30364; son influenciadas 
por el principio de la 
debida diligencia; pues 
estas, de manera directa 
influyen en la correcta 
aplicación, espacio y 
tiempo, que busca 
salvaguardar el instituto 
procesal buscando 
proteger y garantizar el 
resultado de un proceso 
judicial iniciado o por 
iniciarse a fin de evitar 
que el derecho de fondo 
controvertido, se 
convierta en una falsa 
ilusión cautelar, debido a 
la inevitable dilación del 
plazo.  
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Exp. N° 18277-
2020. Decimo 
Juzgado de 
Familia 
Subespecialidad 
Violencia Familiar 
de la Corte 
Superior de 
Justicia de Lima 
Este, fecha 30-09-
2020 

6.3. Prohibición de 
comunicación con la 
victima vía epistolar, 
telefónica, electrónica; 
asimismo, vía chat, redes 
sociales, red institucional, 
intranet u otras redes o 
formas de comunicación. 
Las medidas de 
protección son 
importantes para 
preservar la integridad 
psicológica de la víctima 
que denuncia hechos de 
violencia contra la mujer o 
contra los integrantes del 
grupo familiar. 
Se establece como 
medida de protección la 
prohibición de 
comunicación con la 
victima vía epistolar, que 
viene hacer la carta o 
misiva que puede escribir 
el agresor hacia la 
víctima, así como también 
vía telefónica refiriéndose 
a las comunicaciones por 
teléfono de cualquier 
índole. 

La prohibición como medida 
de protección implica la orden 
del juez de que el agresor no 
se comunique con la víctima, 
ya sea mandándole mails, 
mensajes de texto, cartas, 
mensajes, entre otros; estas 
recaen en la integralidad de la 
víctima, puesto que, se 
reconoce que en la violencia 
contra las mujeres confluyen 
múltiples causas y 
factores que están presentes 
en distintos ámbitos, a nivel 
individual, familiar, 
comunitario y estructural. Por 
ello se hace necesario 
establecer intervenciones en 
los 
distintos niveles en los que las 
personas se desenvuelven y 
desde distintas disciplinas. 

Se puede determinar 
que el enfoque de 
integralidad es aquel, 
conjunto de factores 
que se integran en 
términos personales, 
profesionales y 
sociales; bajo este 
enfoque se trata de 
identificar el problema, 
dictar la medida de 
protección de la mano 
de emplear estrategias 
de recuperación a fin de 
combatir el problema 
emocional y de 
reinserción de la 
víctima. 
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Moneste
rolo, A. 
(2016). 
Enfoque
s de la 
Prevenc
ión. 
Recuper
ado de  
https://w
ww.unic
ef.org/0
5_enfoq
ues_pre
vencion.
pdf 

mujeres y los integrantes del grupo familiar3 
, aprobada el 22/11/2015, modifica el Código 
Penal Peruano (CPP), establece los enfoques 
de género, integralidad, de derechos 
humanos, 
interseccionalidad, interculturalidad y 
generacional, y tipifica la violencia en física, 
psicológica, sexual y económica o patrimonial. 
Define de manera específica la violencia 
contra la mujer en el espacio público y privado 
y la que sea perpetrada o tolerada por el 
Estado e incluye las variables de edad, 
situación socioeconómica, orientación sexual 
y etnia. 
Reconoce el derecho a una vida libre de 
violencia, y establece mecanismos, medidas y 
políticas integrales de prevención, atención y 
protección de las víctimas, así como la 
reparación del daño causado e instaura un 
proceso para que las víctimas tengan acceso 
a las 
medidas de protección y cautelares luego de 
72 horas de presentarse la denuncia. 

El enfoque de 
integralidad 
implica atender 
dimensiones 
tanto 
económicas, 
sociales, 
culturales de 
una persona 
en pleno 
ejercicio de 
sus derechos; 
el ejercicio 
efectivo de 
este se obtiene 
a través de la 
conjunción de 
acciones 
encaminadas a 
satisfacer 
todos y cada 
uno de los 
derechos de 
igual y 
simultanea 
forma. 

Se puede determinar que 
la incidencia en 
determinación y aplicación 
de la medidas de 
protección parte de un 
conjunto de requisitos, que 
se consolidan en la 
violencia y el resguardo o 
protección urgente de la 
víctima, asimismo, uno de 
los enfoques relevantes 
para este según la ley 
debería ser el enfoque de 
integralidad, pero este no 
es mas que la tipificación, 
puesto que en la práctica, 
no se llena a cabalidad, 
primero: la prevención y 
segundo: habiéndose 
vulnerado no se logra 
proteger a la víctima y 
mucho menos se logra un 
seguimiento oportuno de 
reinserción a fin de 
combatir el tema de 
violencia. 
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En lo relativo a leyes específicas en el país de 
acuerdo a su división legislativa, el Perú 
indica que la Ley 30364 Ley para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra las 
mujeres y los integrantes del grupo familiar 
, aprobada el 22/11/2015, modifica el Código 
Penal Peruano (CPP), establece los enfoques 
de género, integralidad, de derechos 
humanos, 
interseccionalidad, interculturalidad y 
generacional, y tipifica la violencia en física, 
psicológica, sexual y económica o patrimonial. 
Define de manera específica la violencia 
contra la mujer en el espacio público y privado 
y la que sea perpetrada o tolerada por el 
Estado e incluye las variables de edad, 
situación socioeconómica, orientación sexual 
y etnia. 
Reconoce el derecho a una vida libre de 
violencia, y establece mecanismos, medidas y 
políticas integrales de prevención, atención y 
protección de las víctimas, así como la 
reparación del daño causado e instaura un 
proceso para que las víctimas tengan acceso 
a las 
medidas de protección y cautelares luego de 
72 horas de presentarse la denuncia. 

Del análisis se 
infiere que la Ley 
N° 30364; trata de 
salvaguardar a la 
mujer y los 
integrantes del 
grupo familiar, 
antes, durante y 
después del 
proceso y sea civil 
o judicial; este
escenario va 
depender de la 
situación de la 
víctima y la
gravedad de los
hechos; ahora el
enfoque de 
integralidad no 
solo incide en la
determinación de
las medidas de 
protección sino
también en las
políticas de 
integrar a la 
víctima de manera
gradual a la vida
sin violencia de 
toda índole.

Se concluyó, que el enfoque 
de integralidad cumple un rol 
importante en la 
determinación de medidas de 
protección, asimismo, al 
termino o cese de la medida 
está aún sigue cumpliendo 
con su misión de protección, 
puesto que como lo estipula y 
ratifica la Ley, este enfoque 
engloba políticas integrales 
de prevención, atención y 
reinserción, a fin de reparar el 
daño causado a la víctima; 
instaurando el proceso de 
Tutela Urgente que tiene 
como plazo máximo 72 horas 
de presentarse la denuncia. 
Cabe resaltar que este 
enfoque y aplicación no se da 
de manera uniforme; 
reflejándose así la 
reincidencia en casos de 
violencia, reflejándose así en 
el alto índice según 
estadísticas del Observatorio 
de violencia contra la mujer y 
el CEM. 
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